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Resumen

Este artículo analiza la dinámica de la inversión pública en México du-
rante los últimos treinta años, distinguiendo sus componentes público 
y privado, nacional y extranjero, y examina los efectos de la inversión 
pública en infraestructura sobre el crecimiento económico y el desarro-
llo sostenible de largo plazo. Se constata que la inversión pública ha sido 
utilizada sistemáticamente como variable de ajuste fiscal, con conse-
cuencias negativas sobre el crecimiento potencial del país.

El plan de inversión en infraestructura anunciado a principios de 
2026 por el ejecutivo para el periodo 2026-2030 puede ser una señal del 
inicio de un cambio de tendencia en la formación de capital del sector 
público, especialmente si se atrae la participación de la iniciativa priva-
da, como expone la ley para impulsar el financiamiento de inversiones 
mixtas, aprobada por la Cámara de Diputados el 26 de marzo de 2026. 
En este artículo se hace una evaluación preliminar de los efectos que 
estas inversiones podrían tener en el PIB en el periodo 2026-2030. 

El artículo identifica los elementos de una política de reactivación 
de la inversión pública sostenible y duradera, con énfasis en sus posibles 
fuentes de financiamiento, los rubros prioritarios de asignación y su ar-
ticulación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Se concluye 
con recomendaciones de política orientadas a revertir la tendencia de 
largo plazo de desinversión pública y a construir una estrategia de de-
sarrollo de la infraestructura que impulse el desarrollo con bienestar en 
un horizonte de largo plazo.

* Economista, consultor de la CEPAL y miembro del Centro Tepoztlán Víctor L. Urquidi.
** Daniel E. Perrotti es economista de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 
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Abstract

This article analyzes the dynamics of public investment in Mexico over the 
last thirty years—distinguishing between its public and private, as well as 
domestic and foreign, components—and examines the effects of public in-
frastructure investment on economic growth and long-term sustainable 
development. It establishes that public investment has been systematically 
utilized as a fiscal adjustment variable, with negative consequences for the 
country’s potential growth.

The infrastructure investment plan announced by the Executive Branch 
in early 2026 for the 2026–2030 period may signal the beginning of a shift 
in the trend of public sector capital formation—particularly if it succeeds in 
attracting private sector participation, as envisioned by the law to boost the 
financing of mixed-capital investments, approved by the Chamber of Depu-
ties on March 26, 2026. This article provides a preliminary assessment of the 
potential impact these investments could have on GDP during the 2026–2030 
period.

The article identifies the key elements of a policy aimed at revitalizing 
public investment in a sustainable and enduring manner, with a particular 
emphasis on potential financing sources, priority allocation areas, and alig-
nment with the Sustainable Development Goals (SDGs). It concludes with 
policy recommendations designed to reverse the long-term trend of public 
disinvestment and to construct an infrastructure development strategy that 
fosters “development with well-being” over a long-term horizon.

1. Introducción

La inversión es un determinante fundamental del crecimiento económi-
co de largo plazo. En México, la dinámica de la inversión agregada —y 
en particular la inversión pública— ha seguido una trayectoria oscilante 
durante las últimas cuatro décadas, con consecuencias adversas sobre la 
capacidad productiva del país, el bienestar de su población y su potencial 
para avanzar hacia el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS).



Núm. 11, 2026
Revista de Economía Mexicana
Anuario unam 95

La relación entre la inversión pública en infraestructura, la acumula-
ción de capital privado y el crecimiento económico ha ocupado un lugar 
central en la literatura sobre el desarrollo económico (véanse, por ejem-
plo, Perrotti, 2024; Warner, 2014). En México, este debate ha cobrado 
particular relevancia debido a la prolongada caída de la inversión pública 
como proporción del PIB, a las brechas de conectividad regional y a la 
necesidad de aprovechar las oportunidades recientes de relocalización 
productiva.

En la literatura teórica y en estudios empíricos sobre México la evi-
dencia sobre el efecto de la inversión pública total (infraestructura y ma-
quinaria y equipo) en el corto plazo no es concluyente. Sin embargo, en 
el caso particular de la infraestructura prevalece la noción y suficiente 
evidencia de un efecto positivo sobre el crecimiento en el largo plazo, 
especialmente cuando existen una planeación y coordinación entre los 
agentes públicos y los privados sobre las políticas y estrategias de inver-
sión, en cuyo caso es factible la complementariedad y una retroalimenta-
ción positiva (véanse, por ejemplo, CEFP, 2019; Clavellina, 2022; Godínez, 
2023, Máttar y Perrotti 2024; Gutiérrez y Moreno, 2021; FMI, 2019; Pro-
vencio, 2019; Ortiz Covarrubias y Cerchichiaro, 2021; FMI, 2020; CEPAL, 
2025; Warner, 2014, entre otros). 

La inversión pública en infraestructura ha sido históricamente volá-
til en México; por ejemplo, en 2017 representaba alrededor de 1.8% del  
PIB, mientras que para 2026 se estima que alcanzará cerca de 4.4% del PIB, 
sumando la base del presupuesto de egresos (2.5%) y el impulso estra-
tégico adicional anunciado en febrero de 2026 (1.9%). Este aumento im-
plicaría un cambio significativo respecto de la trayectoria descendente 
observada durante la década pasada. 

Una tasa de inversión baja y de lento crecimiento tiene efectos ad-
versos sobre el crecimiento de largo plazo y el desarrollo sostenible;  
la reducida acumulación de capital resultante inhibe el dinamismo de la 
incorporación de innovaciones tecnológicas y empresariales, lo que resta 
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dinamismo a la productividad del trabajo que, en México, registra una 
brecha creciente respecto de países desarrollados, lo cual se constituye 
en un factor crítico que contribuye a explicar la persistencia del bajo cre-
cimiento y la desigualdad. 

Desde la crisis de la deuda de 1982, el Estado mexicano ha recurrido 
sistemáticamente a la reducción del gasto público de inversión como me-
canismo de ajuste fiscal ante situaciones de restricción presupuestaria. 
Este patrón se ha repetido con regularidad en cada ciclo de consolidación 
fiscal, independientemente del signo político de los gobiernos en turno. 
El resultado acumulado es una brecha creciente en infraestructura que 
limita la competitividad de la economía, perpetúa desigualdades regio-
nales y sociales, y hace más difícil la transición hacia un modelo de de-
sarrollo sostenible.

En los últimos cinco años, este problema ha adquirido una nueva 
urgencia. La pandemia de Covid-19 expuso las deficiencias de la in-
fraestructura de salud; en materia de competitividad, una economía 
más productiva y la competencia en los mercados mundiales necesita 
puertos, aeropuertos, carreteras y otras vías de comunicación modernas, 
bien mantenidas y seguras; la urgencia de la transición energética exige 
grandes inversiones en energías limpias; la oportunidad del nearshoring 
demanda infraestructura logística y de conectividad de primer orden; y 
el cambio climático requiere inversiones crecientes en resiliencia y adap-
tación. Todo ello ocurre en un contexto de espacio fiscal restringido, 
donde el déficit público ha llegado a sus niveles más altos desde 1990 y la 
deuda pública se aproxima a 52% del PIB (SHCP, 2025, p. 7). 

En febrero de 2026 el gobierno de la presidenta Claudia Sheinbaum 
presentó el “Plan de Inversión en Infraestructura para el Desarrollo con 
Bienestar 2026-2030 (PIIDEB)” (Presidencia de la República/SHCP, 2026), 
que propone una inversión de 5.6 billones (millones de millones) de pesos 
en infraestructura en ocho sectores estratégicos a lo largo del quinque-
nio 2026-2030. Posteriormente, a fines marzo, la Cámara de Diputados 
aprobó la Ley para el Fomento de la Inversión en Infraestructura Estra-
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tégica para el Desarrollo con Bienestar. Este Plan y la Ley representan un 
esfuerzo significativo que puede ser clave para revertir la tendencia se-
cular de desinversión pública, aunque su viabilidad financiera y su efecti-
vidad son retos considerables que dependen de la resolución de desafíos 
estructurales que más adelante se discuten en este artículo.

El texto está organizado en seis secciones, además de esta introducción. 
La segunda presenta la evolución de la inversión pública y privada en Mé-
xico en los últimos treinta años. La tercera ofrece una discusión teórica 
y empírica sobre los efectos de la inversión pública en el crecimiento y el 
desarrollo. La cuarta analiza el comportamiento de la inversión pública en 
las últimas dos décadas y la necesidad de su reactivación. El quinto aparta-
do presenta los resultados de ejercicios de simulación del efecto del PIIDEB 
sobre el crecimiento. La sexta sección propone los elementos de una po-
lítica de reactivación sostenible y la séptima cierra con conclusiones y re-
comendaciones de política. Los datos estadísticos que se citan en el texto, 
salvo indicación, provienen de fuentes oficiales (INEGI, Banco de México, 
Secretaría de Economía y Secretaría de Hacienda y Crédito Público), del 
Centro de Investigación en Economía y Presupuesto (CIEP) y del Centro de 
Estudios de las Finanzas Públicas (CEFP).

2. Evolución de la inversión agregada en México: 1994-2025

2.1 La Formación Bruta de Capital Fijo: 
tendencias generales

La Formación Bruta de Capital Fijo (FBCF) es el indicador estándar para 
medir la inversión en una economía: captura el gasto en construcción 
(residencial y no residencial), maquinaria y equipo (nacional e importa-
do), y otros activos fijos. En México, la FBCF como proporción del PIB ha 
experimentado fluctuaciones significativas a lo largo de los últimos 30 
años, reflejando tanto las crisis macroeconómicas del país y los efectos 
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de acontecimientos en el frente externo (por ejemplo, la crisis de las hi-
potecas en 2008 y la pandemia por Covid, en 2020), como los cambios en 
la política de inversión pública y las tendencias de la inversión privada. 

En 1994, en vísperas de la crisis del peso, la inversión total represen-
taba alrededor de 24% del PIB (véase el cuadro 1). La crisis de 1994-1995 
la redujo drásticamente, y la recuperación fue lenta. A lo largo de la pri-
mera década del siglo XXI, la inversión total osciló entre 20 y 24% del 
PIB, sin lograr alcanzar niveles que se consideran necesarios para soste-
ner tasas elevadas de crecimiento (al menos 25% del producto). La crisis 
financiera global de 2008-2009 no produjo una contracción debido al 
bajo dinamismo del producto. Durante los años 2011-2015, la inversión 
agregada llegó a su nivel máximo en el periodo, alcanzando cerca del 
25% del PIB, impulsada en parte por la reforma energética y los Proyectos 
de Infraestructura Productiva con Registro Diferido en el Gasto Público 
(Pidiregas). Sin embargo, la caída en los precios del petróleo a partir de 
2015 precipitó recortes severos al gasto de inversión de Pemex, que se 
tradujeron en una nueva tendencia declinante de la inversión.

En 2019, la inversión total cayó por la reducción de la inversión priva-
da ante el clima de incertidumbre inicial de la nueva administración, que 
inició ese mismo año; también influyó la cancelación de la construcción 
del Nuevo Aeropuerto Internacional de México (NAIM). La pandemia de 
2020 produjo una caída histórica de la actividad económica que también 
afectó a la inversión. La recuperación posterior fue notable: en 2023 la 
inversión registró un crecimiento de 16.6% en términos reales, impul-
sada por las obras emblemáticas del gobierno (Tren Maya, refinería Dos 
Bocas, Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles, Corredor transístmico) 
y por la reactivación de la inversión privada asociada al nearshoring. 

Para 2024, la FBCF representó 24.3% del PIB, su mayor nivel desde 
1993, para retroceder a 22.7% en 2025. Por su parte, el componente forá-
neo de la inversión privada, es decir, la inversión extranjera directa (IED) 
ha fluctuado en los últimos 30 años entre 2 y 3.5% del PIB, en función de 
privatizaciones, venta de activos privados y estrategias de las empresas 
transnacionales. 
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Cuadro 1. México: Formación Bruta de Capital Fijo, 1994-2025
(porcentajes del PIB)

Año
Inversión total

(a)

Inversión 
privadaa/

(b)

Inversión 
pública

(c)

IED
(aprox)

1994 23.9 20.3 3.6 2.5

1995 17.1 14.1 3.0 3.0

1996 19.1 16.3 2.8 2.2

1997 20.6 17.6 2.9 2.5

1998 21.4 18.9 2.5 1.6

1999 21.8 18.5 3.3 2.3

2000 21.8 18.5 3.3 3.5

2001 20.4 17.1 3.3 3.9

2002 20.3 16.3 4.0 3.1

2003 20.4 16.3 4.1 2.3

2004 21.0 16.9 4.1 3.1

2005 21.6 17.2 4.4 2.8

2006 22.6 18.1 4.5 2.0

2007 23.7 19.1 4.6 3.0

2008 25.0 19.5 5.5 2.5

2009 23.5 17.6 5.9 1.8

2010 23.8 18.2 5.5 2.0

2011 25.0 19.9 5.1 2.0

2012 25.0 20.5 4.5 1.8

2013 23.8 19.5 4.4 3.0

2014 23.8 19.6 4.2 1.9

2015 24.2 20.6 3.6 2.5

2016 23.9 20.4 3.5 3.0

2017 23.4 20.3 3.0 2.8

2018 23.0 20.1 2.9 2.8

2019 22.1 19.6 2.5 2.0
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Año
Inversión total

(a)

Inversión 
privadaa/

(b)

Inversión 
pública

(c)

IED
(aprox)

2020 20.0 17.4 2.6 2.5

2021 20.8 18.5 2.3 2.2

2022 21.6 19.2 2.4 2.5

2023 23.8 20.9 2.9 2.8

2024 24.3 20.5 3.8 3.2

2025 22.7 19.6 3.1 2.1e/

Nota: las cifras son aproximadas para los años previos a 2010 debido a cambios en la metodo-
logía de medición; la inversión extranjera directa (IED) es estimada como proporción del PIB. 
Cocientes calculados con cifras de la inversión y del PIB a precios constantes de 2018.
a/ En la cifras de inversión privada se incluye la formación de capital fijo ejecutada por la in-
versión extranjera directa (IED).
e/ cifra estimada
Fuentes: elaboración propia con base en datos del INEGI (Cuentas Nacionales); SHCP, 2025; 
Banco de México y Secretaría de Economía, Dirección General de Inversión Extranjera.

La información del cuadro 1 permite advertir que la tasa de inversión 
agregada no está lejos de lo que se considera una tasa adecuada para 
sostener un ritmo de crecimiento del producto de alrededor de 4%. Sin 
embargo, a pesar de ello, México en los últimos 30 años ha promediado 
alrededor de 2% de crecimiento anual del PIB. La aparente paradoja po-
dría tener respuesta en el hecho que, a pesar de ser una tasa de inversión 
relativamente alta, su efecto no se ha materializado porque, a priori, su 
efecto en el PIB no debería esperarse que fuera significativo; habría que 
averiguar más acerca de la calidad de esa inversión. México ha padecido 
por décadas una calidad y eficiencia en proyectos de infraestructura por 
debajo de estándares internacionales que posiblemente ha contribuido a 
generar efectos menos que palpables en la dinámica económica. La bre-
cha de eficiencia de México con respecto de proyectos de países líderes 
es de alrededor de 40% (véase FMI, 2019). Por ejemplo, los proyectos de 
infraestructura emblemáticos de los últimos años, como el Tren Maya, 
la refinería de Dos Bocas, o el Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles 
(AIFA) todavía no muestran resultados contundentes que permitan vis-
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lumbrar un efecto sostenido sobre la tasa de crecimiento del produccto; 
probablemente habrá que esperar algún tiempo más o quizás no nece-
sariamente tendrán un efecto importante en el PIB; cualquiera de estas 
cuestiones sería motivo de una investigación posterior, con estudios de 
caso metódicos y minuciosos.

2.2 La inversión pública: 
un declive secular con interrupciones

La tasa de inversión pública ha seguido una trayectoria de largo plazo a 
la baja, tanto en su relación con el producto como respecto de lo que se 
esperaría para funcionar como impulsor estructural del crecimiento y 
el desarrollo de México. En la etapa de industrialización liderada por el 
Estado (de la posguerra a circa la primera mitad de de los años ochenta), 
la inversión pública representaba entre 7 y 10% del PIB y fue un motor 
fundamental de la transformación productiva del país. Con la crisis de 
1982 comenzó un proceso de ajuste que redujo drásticamente esta parti-
cipación. Durante la década de 1990, la inversión pública osciló entre 4 y 
6% del PIB, nivel insuficiente para mantener y expandir la infraestructura 
necesaria para un país en desarrollo de la magnitud de México.

A partir de 2015, la inversión pública registró una caída acelerada. De 
representar alrededor de 5% del PIB en 2013 (su nivel máximo en el perio-
do reciente), cayó a menos de 3% del PIB en 2019 y continuó declinando. 
En 2020 y adelante, el gobierno optó por mantener sus proyectos priori-
tarios (Tren Maya, Dos Bocas, AIFA) a costa de recortes en otros rubros 
de inversión pública, especialmente en infraestructura social, educativa 
y de salud. En 2024 repuntó a 3.8% del PIB debido a la conclusión acele-
rada de obras emblemáticas de la administración pasada. En el primer 
trimestre de 2025 la FBCF pública representó apenas 2.2% del PIB, uno 
de los niveles trimestrales más bajos en la historia reciente del país, para 
promediar 3.1% del PIB en el conjunto de 2025 (véase el gráfico 1).
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Gráfico 1. Formación bruta de capital fijo:
total, pública y privada 1993-2025
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Fuente: INEGI. Sistema de Cuentas Nacionales de México. Oferta y Utilización Trimestral. 

En los gráficos 2 y 3 se presenta información sobre la construcción pú-
blica y privada (gráfico 2) y la inversión en maquinaria y equipo pública 
y privada (gráfico 3).1 La evolución de las respectivas tasas de inversión 
respecto al PIB es similar a la de la inversión agregada y también es de 
notar que la mayor parte de la formación de capital ha estado históri-
camente aportada por la construcción de infraestructura económica y 
social, aunque la evidencia apunta a una participación decreciente, es-
pecialmente de la infraestructura pública, que pasó de un porcentaje del 
PIB de alrededor de 14.5% en las décadas de los noventa y los 2000 a uno 
de menos de 12% del PIB en el último quinquenio. La inversión en maqui-
naria y equipo, especialmente la adquirida por el sector privado, ha ocu-
pado ese espacio. La construcción del sector público nunca ha rebasado 
0.6% del PIB en los últimos 30 años.

1	 La información de cuentas nacionales clasifica a la formación de capital en 
construcción y maquinaria y equipo; poco más de la mitad del gasto en cons-
trucción se refiere a obras de infraestructura.
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Gráfico 2. Construcción: total, pública y privada 1993-2025
(porcentajes del PIB)
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Gráfico 3. Inversión en maquinaria y equipo: 
total, pública y privada 1993-2025 (porcentajes del PIB)
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Una característica notable del periodo reciente es la concentración de 
la inversión pública en un número reducido de proyectos prioritarios. 
En el presupuesto de egresos de la Federación (PEF) de 2026, 42.3% de 
los recursos de inversión pública total se destina a proyectos prioritarios 
de infraestructura de la administración federal, con una concentración 
marcada en el sector energético (Pemex, 46% del total de proyectos prio-
ritarios; CFE, 11.4%) y en el transporte ferroviario (nuevos trenes, 19.5%) 
(cuadro 2). Esta concentración, si bien responde a necesidades de in-
fraestructura en esos sectores, deja con recursos insuficientes a sectores 
críticos para el desarrollo social, como salud, educación, digitalización, 
transición verde, agua y vivienda, en los que existen elevadas brechas de 
infraestructura.2 

Cuadro 2. Programas y Proyectos Prioritarios de Inversión 
Pública en infraestructura, 2026 
(millones de pesos y porcentajes)

Total 536,806 millones pesos
Pemex 46.1%

CFE 11.4%
Nuevos Trenes 19.5%
Otros Trenes 7.1%

Carreteras y Caminos 5.4%
Obras Hidráulicas 3.9%

Istmo de Tehuantepec 4.7%
Defensa, Marina y Seguridad y

Protección Ciudadana
2.1%

Fuente: elaborado con cifras de CGPE (2025), p. 43.

2	 Cabe apuntar que algunos de los proyectos prioritarios, como el Tren Maya 
y la refinería Dos Bocas, además de los sobrecostos incurridos, arrojan cierta 
incertidumbre sobre su efecto en el desarrollo sostenible (económico, social 
y ambiental), como lo han documentado grupos ambientalistas y colectivos 
sociales.



Núm. 11, 2026
Revista de Economía Mexicana
Anuario unam 105

En cuanto a la composición de la FBCF total (pública y privada) por tipo 
de activo, la construcción ha representado históricamente entre 60 y 65% 
del total, mientras que maquinaria y equipo absorbe el resto. Dentro de 
la construcción, la infraestructura no residencial —carreteras, energía, 
telecomunicaciones, plantas industriales— ha ganado participación 
frente a la vivienda, aunque esta última sigue siendo un componente im-
portante de la inversión total. 

2.3 Composición sectorial de la inversión pública

La distribución sectorial de la inversión pública en México ha experi-
mentado transformaciones significativas a lo largo de las tres últimas 
décadas. Hasta mediados de la primera década del siglo XXI, el sector 
energético —principalmente Pemex— absorbía la mayor parte de la in-
versión pública federal, seguido por transporte y comunicaciones, y en 
menor medida por infraestructura social (salud, educación, vivienda, 
agua y saneamiento; véase el cuadro 3).

En 2010, el gasto público en inversión representó 5.1% del PIB, pero 
para 2020 había caído a 3.1% del PIB y menos de la mitad (48%) se destinó 
directamente a infraestructura (CIEP, 2020). El gasto en infraestructura 
se redujo 40% entre 2013 y 2020 en términos reales. Por sectores, el ener-
gético concentró 47% de todo el gasto de inversión pública entre 2010 y 
2018 aunque, paradójicamente, la producción energética nacional dismi-
nuyó un 30% en ese mismo periodo. El sector de vivienda y servicios co-
munitarios fue el segundo receptor con 24% del gasto total de inversión 
en 2020. El gasto en salud se contrajo 57.2% entre 2010 y 2020 en térmi-
nos reales, mientras que el número de camas hospitalarias disponibles se 
redujo a la mitad en el mismo periodo.

Esta estructura refleja un desbalance histórico entre inversión en 
infraestructura económica (energía, transporte y comunicaciones) e in-
fraestructura social (salud, educación, agua y saneamiento), que tiene im-
plicaciones directas sobre la equidad y la calidad de vida de la población. 
Este desbalance se mantiene en las proyecciones del Plan de Inversión en 
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Infraestructura para el Desarrollo con Bienestar (PIIDEB) para el periodo 
2026-2030: sector energético (54% del total), trenes (16%), Puertos (6%) 
y carreteras (14%), dejando 10% restante para agua, salud y educación 
(véanse el cuadro 3 y la sección V de este artículo). 

Cuadro 3. México: Distribución sectorial de la inversión pública 
federal, 2010-2024 
(estructura porcentual promedio por subperiodo)

Sector
2010-
2014

2015-
2018

2019-
2022

2023-2024 
(est.)

PIIDEB 
2026-2030

Energía 
(Pemex + CFE)

47 43 38 42 54 

Transporte y 
comunicaciones

18 16 15 20 36 

Vivienda y servicios 
comunitarios

14 15 18 14 n.d.

Salud 7 6 8 7 6 
Educación 6 7 8 6 0.3 

Agropecuario y 
otros

8 13 13 11 n.d.

Fuente: elaboración propia con base en CIEP (2020), SHCP, Cuenta Pública, CIEP (2025) y 
Presidencia de la República/SHCP (2026).
n.d.: no disponible.

3. Fundamentos teóricos y evidencia empírica: inversión
pública, crecimiento y desarrollo sostenible

3.1 Los multiplicadores fiscales de la inversión pública

Una dimensión clave del debate teórico es la magnitud del multiplicador 
fiscal de la inversión pública, es decir, cuánto aumenta el PIB por cada 
unidad adicional de inversión pública. La evidencia empírica reciente su-
giere que este multiplicador es en general mayor a uno —es decir, que la 
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inversión pública tiene un efecto amplificador sobre la actividad econó-
mica— especialmente cuando la economía opera con capacidad ociosa, 
cuando las tasas de interés son bajas y cuando la inversión se dirige a 
infraestructura productiva (FMI, 2020; Warner, 2014, CEPAL, 2025). 

Estimaciones de la CEPAL sugieren la existencia de multiplicadores 
fiscales de la inversión pública en el rango de 1.0 a 1.8 para los países 
latinoamericanos en condiciones de ciclo normal, con valores más altos 
durante recesiones, y para países con mayor capacidad institucional de 
ejecución del gasto (CEPAL, 2025). El Panorama Fiscal de América La-
tina de la Comisión destaca que la inversión pública en infraestructura 
tiene efectos de oferta de largo plazo —que elevan el producto poten-
cial— además de los efectos de demanda de corto plazo que captura el 
multiplicador keynesiano convencional. 

El Centro de Investigación Económica y Presupuestaria (CIEP, 2025) 
estima que los recortes a la inversión pública en 2025 tuvieron un efecto 
negativo de 0.6 puntos porcentuales en la tasa de crecimiento económico 
en el primer trimestre del año, lo que equivale a un multiplicador implí-
cito de aproximadamente 1.2 en el corto plazo.

3.2 Inversión pública y desarrollo sostenible

La discusión sobre el efecto de la inversión pública no puede limitarse 
al crecimiento del PIB. El marco del desarrollo sostenible introduce di-
mensiones adicionales que son cruciales para evaluar el impacto de la in-
versión pública en el bienestar de la población y en la viabilidad de largo 
plazo del modelo de desarrollo. De ese modo, introducimos el concepto 
de inversiones sostenibles, es decir, aquellas que, en su ciclo, desde el di-
seño hasta su evaluación, consideran las dimensiones social, económica, 
ambiental del impacto de la inversión. Además se agrega una cuarta: el 
entorno institucional, que da lugar a la necesidad de una gestión basada 
en una gobernanza anticipatoria, que incluye a la prospectiva y a la pla-
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neación de largo plazo en los planes de expansión del acervo de capital 
físico (véanse Vargas, Oddone y Rosado, 2025; Máttar (2021); y Medina, 
Bustamante y Pizarro). 

En primer lugar, la inversión pública tiene efectos directos sobre la 
desigualdad y la pobreza. La inversión en infraestructura social —agua 
potable, saneamiento, electricidad, escuelas, centros de salud— amplía 
el acceso de la población más vulnerable a servicios básicos y reduce las 
brechas entre regiones y grupos socioeconómicos, lo cual es de especial 
importancia en México, por las desigualdades imperantes en dimensio-
nes como ingreso, género, acceso a servicios y territoriales. El CIEP docu-
menta las brechas regionales en infraestructura en México: los estados 
con mayores índices de marginación son precisamente aquellos con me-
nor infraestructura económica y social, perpetuando un círculo vicioso 
de subdesarrollo (CIEP, 2020). 

En segundo lugar, el cambio climático introduce consideraciones 
fundamentales en el análisis de la inversión pública. La transición hacia 
un modelo de desarrollo bajo en carbono requiere inversiones de gran 
envergadura en energías renovables, eficiencia energética, transporte pú-
blico limpio, gestión sostenible del agua y resiliencia frente a fenómenos 
climáticos extremos. Estas inversiones tienen características particula-
res: en muchos casos generan beneficios públicos que el mercado no pue-
de remunerar adecuadamente (externalidades positivas ambientales), o 
implican la eliminación de externalidades negativas (contaminación, 
emisiones de gases de efecto invernadero) que el mercado no puede in-
ternalizar sin regulación. Esto justifica la intervención del Estado como 
financiador de estas inversiones, en complemento con el sector privado. 

La CEPAL subraya que para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS) en 2030, América Latina necesita una transformación pro-
funda de sus patrones de inversión, tanto pública como privada (CEPAL, 
2025; y CEPAL (2026). Las estimaciones de las brechas de inversión para 
el cumplimiento de los ODS en la región apuntan a necesidades adicio-
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nales del orden de 6 a 8% del PIB, cifra que supera ampliamente la ca-
pacidad fiscal actual de los gobiernos latinoamericanos y que exige la 
movilización de recursos privados y el apoyo de la banca multilateral de 
desarrollo.

En el caso de México, la Agenda 2030 para el desarrollo Sostenible 
implica retos específicos en varios ODS: el ODS 6 (agua limpia y sanea-
miento), dado que 15% de la población carece de acceso a agua potable 
en el hogar y 29% a saneamiento mejorado; el ODS 7 (energía asequible 
y no contaminante), donde la penetración de energías renovables si-
gue siendo limitada; el ODS 9 (industria, innovación e infraestructura), 
donde las brechas con respecto a estándares internacionales son per-
sistentes; y el ODS 13 (acción por el clima), que requiere una transfor-
mación profunda de la matriz energética y los patrones de producción 
y consumo.

Una política de inversión pública para el desarrollo debe ser, en sen-
tido amplio y con visión de largo plazo, sostenible; es decir, debe con-
siderar no solo sus efectos sobre el crecimiento del PIB, sino también 
sus impactos sociales, ambientales y sobre el capital humano y social 
(Máttar, 2021; Terrones Cordero, 2019). Esta perspectiva es compatible 
con lo que la literatura sobre desarrollo económico denomina inversión 
en capital integral/pleno/amplio (comprehensive capital), que incluye el 
capital físico, el capital humano, el capital social y el capital natural (Sti-
glitz, Sen y Fittousi, 2010). 

3.3 Inversión pública como detonador 
de la inversión privada en México

Una de las conclusiones más relevantes de la literatura empírica para el 
caso de México es que la inversión pública puede actuar como detonador 
de la inversión privada a través de múltiples canales y, de esa manera, 
conjuntamente contribuir al desarrollo sostenible. El más evidente es el 
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de la infraestructura complementaria: la provisión pública de carreteras, 
puertos, energía y telecomunicaciones reduce los costos de producción 
del sector privado y eleva la rentabilidad de sus proyectos de inversión. 
Un segundo canal opera a través de las expectativas: la inversión públi-
ca en proyectos estratégicos señaliza el compromiso del gobierno con el 
desarrollo de determinados sectores o regiones, lo que reduce la incerti-
dumbre y estimula la inversión privada complementaria. En contraste, la 
reducción de la inversión pública no solo afecta al crecimiento a través 
del multiplicador directo, sino también a través del efecto de desplaza-
miento inverso (reverse crowding-out) sobre la inversión privada (Gutié-
rrez y Moreno, 2021).

El fenómeno reciente del nearshoring en México ilustra este princi-
pio. Para que México pueda aprovechar plenamente la oportunidad de 
la relocalización de cadenas de valor desde Asia, se requiere con gran 
celeridad una oferta suficiente de parques industriales, agua, energía 
eléctrica confiable y renovable, conectividad física y digital de alta velo-
cidad y logística eficiente (además de reglas claras con un marco jurídico 
estable). Buena parte de estos ingredientes requieren inversión pública, 
ya sea directa o en asociación con el sector privado, como propone el 
PIIDEB. La insuficiente provisión pública de estos bienes y servicios ha 
sido identificada por los propios inversionistas privados como uno de los 
principales obstáculos para la expansión de sus inversiones en México.3 
Son necesarias políticas públicas prospectivas derivadas de una gestión 
de gobernanza anticipatoria, así como un Estado que cautele y garantice 
el respeto de las leyes.4 

3	 La encuesta sobre expectativas empresariales del Banco de México de febrero 
de 2026 indica que alrededor de la mitad de los encuestados considera que es 
un mal momento para emprender inversiones; y desde mediados de 2024 a la 
fecha, menos de 10% considera que es buen momento para invertir (Véase Ban-
co de México, 2026).

4	 Las políticas públicas prospectivas son aquellas que involucran el análisis de 
sus efectos de mediano y largo plazo y en cuyo diseño, ejecución, monitoreo 
y evaluación participan el Estado y otros actores interesados: sector privado, 
sociedad civil, academia, entre los más importantes. 
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El PIIDEB y la recientemente aprobada, por la Cámara de Diputados, 
Ley para el fomento de las inversiones estratégicas, pueden ser el vehícu-
lo buscado por décadas para conjuntar y coordinar esfuerzos, recursos, 
estrategias y acciones de los sectores público y privado para emprender 
inversiones en infraestructura crítica, de manera sostenida y con visión 
estratégica de largo plazo.

4. Comportamiento sectorial de la inversión pública 
en México: 2004-2024 y perspectivas

4.1 La inversión pública como variable de ajuste fiscal

El comportamiento de la inversión pública en México en los últimos 
veinte años ha sido determinado, en gran medida, por la dinámica de las 
finanzas públicas, coyunturas específicas o choques externos y no por 
criterios de planeación estratégica de largo plazo. Cuando los ingresos 
fiscales se reducen o el déficit público supera los límites políticamente 
aceptables, el primer rubro en ser recortado es la inversión pública, por 
ser más fácil de ajustar en el corto plazo que el gasto corriente (salarios, 
pensiones, transferencias, pago de intereses de la deuda), que tiene una 
rigidez política y legal vinculante.

Este patrón se ha repetido con regularidad (véase CIEP, 2020; y CIEP, 
2025). Durante la crisis financiera global de 2008-2009, la inversión 
pública sufrió recortes importantes. Entre 2015 y 2018, la caída en los 
ingresos petroleros derivada de la baja en los precios del hidrocarburo 
precipitó recortes severos, especialmente en Pemex, cuya inversión física 
se redujo 52% entre 2015 y 2018 respecto a 2014. En 2019, el gobierno 
priorizó el ajuste fiscal como señal de credibilidad macroeconómica, lo 
que se tradujo en una caída adicional de la inversión pública. Estimacio-
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nes del CIEP (2025) indican que 70% del ajuste fiscal del gobierno federal 
recayó en la inversión pública.

Las consecuencias de este patrón son acumulativas y de largo plazo. 
La subutilización y el deterioro de la infraestructura existente elevan los 
costos de mantenimiento futuro; la falta de nueva inversión genera cue-
llos de botella que limitan el crecimiento potencial; y la señal de ines-
tabilidad en el compromiso gubernamental con la inversión reduce la 
disposición del sector privado a invertir en proyectos complementarios. 
El resultado es lo que el CIEP denomina ‘el círculo vicioso de las finan-
zas públicas’: menos inversión pública implica menor crecimiento, que 
a su vez genera menores ingresos fiscales, lo que reduce el espacio para 
invertir.5 

4.2 La trayectoria sectorial: energía, transporte 
e infraestructura social

El sector energético ha sido históricamente el mayor receptor de inver-
sión pública federal, absorbiendo entre 40 y 50% del total. Sin embargo, 
la dinámica dentro del sector ha cambiado drásticamente. Durante los 
años noventa y la primera década del siglo XXI, la inversión en Pemex 
estuvo orientada a la exploración y producción de hidrocarburos, par-
ticularmente en los campos del Golfo de México. A partir de 2015, la 
caída en la producción de petróleo —que pasó de 3.3 millones de barriles 
diarios en 2004 a menos de 1.7 millones en 2019— reflejó el insuficiente 
nivel de inversión en la empresa durante años anteriores.

5	 Como se detalla en la sección 5, el plan de inversiones en infraestructura, anun-
ciado por el ejecutivo en febrero de 2026, apunta a un quiebre de la trayectoria 
de la inversión pública, lo que sería acompañado de un repunte de la inversión 
privada, impulsada por ampliaciones de la oferta de financiamiento de la banca 
nacional, esto último anunciado por la Asociación de Bancos de México y la 
Presidenta del país en la Convención Anual Bancaria, a fines de marzo de 2026.
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La administración de López Obrador apostó por la rehabilitación y 
el fortalecimiento de Pemex y la Comisión Federal de Electricidad (CFE) 
como empresas públicas estratégicas, revirtiendo parcialmente las ten-
dencias de la reforma energética de 2013. Sin embargo, la inversión en 
Pemex, a pesar de recibir apoyos fiscales cuantiosos, no ha sido suficiente 
para revertir la caída en la producción. La CFE, por su parte, aumentó su 
participación en la generación eléctrica, pero esto ha venido acompaña-
do de controversias sobre la mezcla energética y la participación de las 
energías renovables.

En el sector de transporte y comunicaciones, la inversión pública en 
carreteras ha mantenido cierta continuidad, aunque a niveles insuficien-
tes para expandir significativamente la red vial, ofrecer seguridad a los 
usuarios y dar mantenimiento adecuado y oportuno, especialmente en 
carreteras secundarias. La longitud de la red nacional de carreteras se 
incrementó solo 8% entre 2012 y 2018 (CIEP, 2020). Las vías férreas prác-
ticamente no han aumentado desde los años noventa, aunque los planes 
de inversión en trenes de la presidenta Sheinbaum pretenden revertir 
drásticamente esta tendencia. El Tren Maya, obra emblemática del go-
bierno de López Obrador con una inversión estimada de más de 20,000 
millones de dólares, representa la mayor inversión en infraestructura fe-
rroviaria en décadas, aunque ha generado controversias por su impacto 
ambiental y social; además la afluencia de pasajeros ha sido muy inferior 
a la capacidad de aforo.

La infraestructura social ha sido particularmente afectada por la 
merma de inversión pública. El gasto de inversión en salud se ha man-
tenido en torno a un 7% de la inversión total en infraestructura en los 
últimos 15 años, lo que propició una caída del número de camas hospita-
larias disponibles de 1.8 por cada 1,000 habitantes en 2010 a 0.9 en 2020 
y se ha mantenido desde entonces.6 El gasto en infraestructura educativa 
tuvo un recorte promedio anual de 16.3% real entre 2010 y 2020; desde 

6	 El promedio aceptado como deseable es al menos cuatro camas por cada 1000 
habitantes. Ver OECD (2025).
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entonces, su participación en el total ha permanecido estático, en torno a 
3% del gasto de inversión en infraestructura pública. La inversión pública 
en vivienda se redujo de un 0.7% del PIB en 2015 a 0.4% en 2017, porcen-
taje que no ha variado desde entonces y hasta 2025.7 El sector de agua y 
saneamiento también sufrió recortes sistemáticos, dejando sin resolver 
brechas de acceso que afectan especialmente a las poblaciones en condi-
ciones de mayor marginación.

4.3 El presupuesto de egresos 2026 
y las perspectivas de mediano plazo

El Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) 2026 apro-
bado propone una fuerte recuperación de la inversión pública respecto 
del desplome de 23% en términos reales en 2025  (véase el cuadro 4). El 
PPEF contempla una inversión pública total de 1.267 billones de pesos en 
2026, equivalente a 3.2% del PIB, con un crecimiento real de 21% respecto 
a 2025. Sin embargo, comparado con la inversión de 2024, el monto de 
2026 representa una contracción de 6.5%. El escenario macroeconómico 
de mediano plazo de los Criterios Generales de Política Económica 2026 
(CGPE 2026) proyecta que la inversión pública se reducirá paulatinamen-
te hasta el 2.6% del PIB en 2030.8 

La composición de la inversión presupuestada para 2026 refleja las 
prioridades de la nueva administración. De acuerdo con los CGPE 2026 
(SHCP, 2025, página 43), de los 536,806 millones de pesos destinados a 
proyectos de inversión prioritarios, Pemex recibiría un 46%; los nuevos 
trenes, un 19.5%; la CFE; un 11.4% y carreteras y caminos, 5.1%. Esta con-

7	 Cifras del Micrositio CIEP. Datos de inversión; en línea: https://inversion.ciep.
mx/

8	 Estas cifras fueran dadas a conocer por la SHCP antes del anuncio del Plan de 
inversión en infraestructura para el desarrollo con bienestar, que prevé montos 
adicionales para la inversión en infraestructura, tanto del gobierno como del 
sector privado. Véase la sección 5.
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centración del gasto en energía y transporte, si bien responde a necesi-
dades reales, deja recursos insuficientes para sectores de alto impacto 
social como salud, educación y agua.

Un elemento particularmente preocupante –en principio– es la caída 
abrupta en los esquemas de Pidiregas y Asociaciones Público-Privadas 
(APP). Para 2026, los montos destinados a estos mecanismos caerán 95.2% 
y 89.5% respectivamente respecto a 2025, según datos de la SHCP. Estos 
esquemas habían sido importantes instrumentos de financiamiento de 
infraestructura en México, permitiendo movilizar recursos privados sin 
contabilizarlos como gasto público en el momento de la inversión. Su 
práctica desaparición, en un contexto de espacio fiscal reducido, plantea 
la pregunta de cómo se financiará la infraestructura que el país necesita. 
La respuesta parece estar en la nueva modalidad de inversiones públi-
co-privadas que propone el gobierno y en novedosos esquemas de finan-
ciamiento, como se explica en la siguiente sección.

Cuadro 4. México: Inversión pública federal presupuestada 
y proyectada, 2024-2030

Año
Inversión pública 
(billones de pesos)

% del PIB
Variación 

real anual de 
2024 (ejecutado) 1.357 3.4% +12.3%
2025 (estimado) 1.046 2.5% -22.9%
2026 (PPEF) 1.267 3.2% +21.0%
2027 (proyectado SHCP) 1.180 2.9% -6.9%
2028 (proyectado SHCP) 1.100 2.7% -6.8%
2029 (proyectado SHCP) 1.050 2.5% -4.5%
2030 (proyectado SHCP) 1.050 2.4-2.6% 0%

Fuente: elaboración propia con base en CIEP (2020, 2025), SHCP-CGPE 2026 y PPEF 2026.
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5. El Plan de Inversión en Infraestructura 2026-2030: 
alcances y limitaciones

Esta sección tiene dos objetivos. El primero es analizar la evidencia em-
pírica reciente más relevante del efecto de la inversión en infraestructu-
ra sobre el crecimiento, con énfasis en los modelos econométricos, sus 
variables, periodos de estimación y principales resultados. El segundo 
consiste en evaluar el posible impacto macroeconómico del Plan de In-
versión en Infraestructura para el Desarrollo con Bienestar 2026-2030, 
que contempla un monto total de 5.6 billones de pesos para todo el pe-
riodo, junto con la Ley para promover las inversiones estratégicas apro-
bada a fines de marzo de 2026.

5.1 Análisis de la evidencia empírica para México 

A continuación, se presenta una revisión de estudios recientes sobre 
la inversión en general, y de infraestructura en particular, para el caso 
mexicano, organizada por temas. 

a.	 Complementariedad o competencia entre inversión pública y privada

Gutiérrez y Moreno (2021) estiman un modelo de datos de panel con 
efectos fijos de dos vías (two-way fixed effects) para las 32 entidades fe-
derativas de México durante 2003-2017. Un rasgo metodológico impor-
tante es que los autores no trabajan con flujos corrientes de inversión, 
sino con variaciones en acervos de capital fijo construidos mediante el 
método de inventarios perpetuos y un factor de ajuste de Almon. Ese 
cambio de enfoque es relevante porque ofrece una mejor aproximación a 
los efectos persistentes de la infraestructura sobre la capacidad produc-
tiva. Su hallazgo principal es una relación neta positiva entre los acervos 
de capital público y privado: un incremento de 1 punto porcentual en 
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el acervo de capital público induce un aumento de 3.45 puntos porcen-
tuales en el acervo de capital privado al año siguiente. Aunque el efec-
to contemporáneo es negativo (-3.12), interpretado como crowding-out 
temporal, el saldo rezagado es positivo y ligeramente mayor, lo que es 
coherente con la idea de que la inversión pública puede actuar como pla-
taforma para la nueva inversión privada, si bien los autores señalan que 
la discusión sigue abierta.

Terrones, Sánchez y Montaño (2019) abordan la relación entre la 
inversión pública y la privada desde un enfoque distinto, basado en  
la estructura productiva. Su trabajo estima una función de costo trans-
log para México de 1994 a 2015 y deriva un sistema de demanda de 
factores que incluye inversión pública, inversión privada y empleo por 
sectores. El sistema se estima mediante ecuaciones SURE y, comple-
mentariamente, se calculan las elasticidades de sustitución parciales de 
Allen-Uzawa. Los resultados muestran que un aumento de 10% del PIB 
real requiere incrementar la inversión pública en 0.48% y la inversión 
privada en 1.63%. El mismo ejercicio añade un matiz importante para 
la discusión de política pública: la inversión pública es complementa-
ria del empleo del sector primario, pero puede operar como sustituto 
tecnológico del trabajo en los sectores secundario y terciario, lo que 
sugiere que sus beneficios de crecimiento pueden coexistir con recon-
figuraciones sectoriales del empleo.

El Banco de México (2018), mediante un modelo de vectores de co-
rrección de errores (VEC) con datos trimestrales de 2004 a 2018, analiza 
la inversión privada y la productividad total de los factores (PTF) incor-
porando el PIB, la inversión pública, la tasa de interés real ex ante y la 
incertidumbre sobre política comercial. En el largo plazo, la inversión 
privada se relaciona positivamente con el PIB y la PTF. En el corto plazo, 
la inversión pública tiene efectos negativos sobre la inversión privada, 
tanto contemporáneamente (-0.19) como con un rezago de dos periodos 
(-0.09), lo que sugiere un crowding-out transitorio.
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b.	 Efectos de la inversión en sectores de infraestructura 
sobre el crecimiento

Máttar y Perrotti (2024) estiman modelos VAR para México con datos 
de 1980 a 2020, incorporando la inversión pública en infraestructura 
(agregada y sectorial en transporte, energía, telecomunicaciones y agua 
y saneamiento), además del PIB privado, los términos de intercambio 
y la tasa de interés real. Los efectos se evalúan mediante funciones de 
impulso-respuesta ortogonalizadas. Sus resultados muestran efectos 
acumulados positivos y estadísticamente significativos en transporte, 
telecomunicaciones y agua/saneamiento, con elasticidades acumuladas 
en torno a 0.5%, aunque la mayor magnitud se observa en transporte. 
En contraste, la inversión pública en energía presenta un impacto neto 
negativo sobre el PIB privado, aunque pequeño. Los autores asocian este 
resultado a la volatilidad y discontinuidad de la inversión pública y sub-
rayan la necesidad de una ejecución de los proyectos más estable, es-
tratégica y coordinada entre los diferentes rubros de infraestructura. Al 
mismo tiempo, las telecomunicaciones y el agua/saneamiento presentan 
elasticidades positivas, aunque menores que las del transporte, lo que 
sugiere que la composición sectorial de la inversión resulta tan relevante 
como su magnitud.

En el caso de la energía eléctrica, es fundamental que la ampliación de 
la capacidad instalada, la transmisión y la distribución sirvan ahí donde 
son críticas para el funcionamiento estable y continuo del servicio, espe-
cialmente en el sector productivo. Los cortes en el suministro de energía 
eléctrica afectan la producción y alteran el ciclo de producción-distri-
bución-ventas-consumo, lo que puede inhibir el efecto positivo de la 
inversión en energía en el dinamismo del PIB. Para el caso de Pemex, 
es posible que el efecto adverso se deba a la baja productividad que la 
empresa ha mostrado con respecto a indicadores de empresas petroleras 
internacionales, por ejemplo, en materia de capacidad de refinación, ni-
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veles de producción y productividad laboral (véase, por ejemplo, Tacuba y  
Chávez, 2017). Pemex podría ser un caso de oportunidad para un uso 
más eficiente de los recursos de inversión, en el que los montos de capital 
que absorbe rindan a plenitud al destrabar cuellos de botella diversos, 
elevar la productividad, mantenimiento adecuado y reducción de los ro-
bos de combustible, entre otros factores).

Esta evidencia es particularmente importante para el plan 2026-2030, 
ya que una parte relevante de la cartera se concentra en las paraestata-
les Pemex y CFE, y el sector energético representa 54% de los recursos 
totales del plan. Si el patrón histórico de baja productividad, volatilidad 
institucional y discontinuidad en la ejecución de proyectos energéticos 
persiste, el retorno macroeconómico agregado del plan podría ser signi-
ficativamente menor al estimado.

Más allá de la acumulación de capital, la OCDE (2017), aplicando el 
marco de misallocation (uso ineficiente de recursos —como capital o 
mano de obra— donde estos no se dirigen a sus usos más productivos) 
de Hsieh y Klenow (2009) a México, concluye que la economía mexi-
cana presenta una dispersión muy elevada de la productividad y de los 
productos marginales del capital y del trabajo a nivel de las firmas. Los 
materiales resumen un resultado contrafactual contundente: si se logra 
una asignación eficiente de recursos, el valor agregado empresarial po-
dría aumentar sustancialmente y el PIB podría elevarse en alrededor de 
5.9 puntos porcentuales. Este diagnóstico es consistente con la hipótesis 
de que mejoras en infraestructura (particularmente en conectividad y 
logística) pueden contribuir a reducir fricciones económicas al dismi-
nuir los costos logísticos, los tiempos de traslado y las barreras de acceso 
a los mercados.

Por su parte, el Banco Mundial (2022), con la descomposición di-
námica de productividad de Melitz y Polanec (2015), documenta que 
el componente entre firmas (esto es, la reasignación de recursos entre 
empresas existentes) ha contribuido negativamente al crecimiento de la 
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productividad total de los factores en México. Dicho de otro modo, el 
sistema productivo no reasigna de manera suficientemente sistemática 
los recursos a las empresas más eficientes. Esta evidencia podría derivar 
en la interpretación de que la infraestructura, especialmente la conec-
tividad regional y la logística, puede elevar el crecimiento potencial no 
solo al expandir la demanda, sino también al mejorar la asignación entre 
capital y trabajo.

Finalmente, el CIEP (2022) realiza una descomposición contable del 
crecimiento del PIB utilizando las cuentas de oferta y demanda agregada 
del INEGI y separando el aporte de la inversión pública dentro de la for-
mación bruta de capital fijo. El ejercicio muestra que los recortes obser-
vados entre 2010 y 2020 tuvieron un efecto negativo promedio de −0.23 
puntos porcentuales sobre la tasa anual de crecimiento del PIB. 

En conjunto, la literatura revisada permite sostener cuatro proposi-
ciones para el caso mexicano.9 

i.	 La inversión pública puede inducir inversión privada en horizontes 
de mediano y largo plazo, aunque en el corto plazo pueden observar-
se efectos transitorios de desplazamiento. 

ii.	 El retorno macroeconómico depende de la composición sectorial de 
la inversión, con evidencia de impactos particularmente elevados en 
infraestructura de transporte y conectividad. 

iii.	Los efectos sobre la productividad se asocian con la reducción de 
fricciones económicas y con mejoras en la asignación de recursos 
entre empresas. 

iv.	 La continuidad institucional y financiera de los proyectos emerge 
como un determinante clave de los resultados finales de la inversión 
pública.

9	 Estudios para otros países suelen ofrecer inferencias similares. Véase Perrotti 
(2024).
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En el cuadro 5 se resumen las características y resultados centrales de los 
estudios examinados.

Cuadro 5. México. Evidencia empírica del efecto de la inversión 
en infraestructura en el crecimiento

Estudio
Modelo / 
método

Periodo 
base

Resultado central

Gutiérrez 
y Moreno 

(2021)

Panel de efectos 
fijos de dos vías

32 entida-
des, 2003-

2017

Crowding-in rezagado de 3.45 
puntos porcentuales (pp) del 
acervo de capital privado al 
año siguiente y efecto con-
temporáneo de −3.12 pp.

Terrones, 
Sánchez y 
Montaño 

(2019)

Función de 
costo translog + 

SURE
1994-2015

Complementariedad entre 
inversión pública (IG) y la pri-
vada (IP): aumento de 10% del 
PIB se asocia con incrementos 
de 0.48% en IG y 1.63% en IP.

Banco de 
México 
(2018)

VEC
Trimestral, 
2004-2018

Largo plazo positivo entre el 
PIB/PTF y la inversión privada; 
corto plazo negativo para la 
inversión pública, con coefi-
cientes de −0.19 (contempo-
ráneo) y −0.09 (rezago de dos 
periodos).

Máttar y 
Perrotti 
(2024)

VAR sectorial 1980-2020

Transporte con elasticidad 
positiva cercana a 0,5 %; 
energía con signo negativo 
histórico por volatilidad.

OCDE 
(2017) sobre 
Hsieh y Kle-
now (2009)

Marco de 
misallocation 
(Hsieh-Kle-

now) aplicado a 
microdatos de 

planta

México 
La asignación eficiente de 
factores podría elevar el PIB 
en aproximadamente 5.9%.
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Estudio
Modelo / 
método

Periodo 
base

Resultado central

Banco Mun-
dial (2022) 
con Melitz 
y Polanec 
(2015)

Descomposi-
ción dinámica 
de la PTF

México
El componente entre firmas 
ha contribuido negativamente 
al crecimiento de la PTF.

OCDE 
(2017), 
panel 
de CGV

Panel por 
industria

2003-2012

IED y el contenido importado 
de las exportaciones (ICE) 
aumentan la integración con 
CGV; el tipo de cambio tiene 
un efecto negativo.

CIEP (2022)
Contabilidad 
del crecimiento

2005-2022 
/ 2010-
2020

La caída de la inversión públi-
ca habría restado 0.23 puntos 
porcentuales del crecimiento 
anual del PIB.

Fuente: elaboración propia con base en Gutiérrez y Moreno(2021), Terrones et al. (2019), Ban-
co de México (2018), Máttar y Perrotti (2024), OECD (2017), World Bank Group (2022) y CIEP 
(2022).
Notas: PTF: productividad total de los factores. 

5.2 El Plan de inversión en infraestructura 
para el desarrollo con bienestar (PIIDEB)

El 3 de febrero de 2026 la presidenta Claudia Sheinbaum presentó el 
Plan de Inversión en Infraestructura para el Desarrollo con Bienestar 
2026-2030 (PIIDEB). El Plan prevé la ejecución de una inversión total acu-
mulada de 5.6 billones de pesos a lo largo del quinquenio, combinan-
do inversión pública con esquemas mixtos de participación privada en 
ocho sectores estratégicos: energía (54% del total), transporte ferroviario 
(16%), carreteras y autopistas (14%), además de agua, salud, educación, 
puertos y aeropuertos (16% restante) (cuadro 6).
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Cuadro 6. Plan de inversión en infraestructura para el desarrollo 
con bienestar: distribución de los recursos por sector 2026-2030

Concepto billones de pesos y porcentajes
Total 5.6 billones de pesos

Energía 54.1%
Ferrocarriles 15.6%

Carreteras 13.9%
Puertos 6.5%
Salud 6.2%
Agua 2.8%

Educación 0.3%
Aeropuertos 0.04%

Fuente elaboración propia, con datos del Plan de Inversión en Infraestructura para el Desarro-
llo con Bienestar 2026 – 2030, febrero 2026, presentación ppt. 

Para 2026, el Plan propone una inversión adicional de 722,000 millones 
de pesos al presupuesto de egresos de la federación (PEF), equivalentes a 
1.9% del PIB estimado para ese año, lo que llevaría la inversión total en 
infraestructura a aproximadamente 3.5% del PIB. El objetivo del gobier-
no es ambicioso: impulsar el crecimiento económico a un rango de 2.5 
a 3.0% para ese año. Cabe apuntar que los rubros de agua, educación y 
aeropuertos presentan montos muy bajos, aunque debe tenerse en cuen-
ta que estos montos son adicionales a lo que proyectó originalmente el 
proyecto de presupuesto de egresos de la federación (PPEF) (Presidencia 
de la República, 2025).

El Plan se asienta sobre cuatro pilares: (1) la creación de un Conse-
jo de Planeación Estratégica de la Inversión, coordinado por la Presidenta 
de México, para la priorización y seguimiento de proyectos; (2) nuevos 
vehículos de inversión, con esquemas financieros especializados en in-
fraestructura, garantizando transparencia y eficiencia en costos; (3) la 
actualización de la normatividad, con una armonización del marco le-
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gal y la incorporación de contratos mixtos, en lugar de las asociaciones 
público-privadas (APP); y (4) una base de datos nacional que brindaría 
insumos para la planeación de nuevos proyectos, información para in-
versionistas y métricas e indicadores para el seguimiento y evaluación.

El PIIDEB persigue detonar un crecimiento más dinámico y sostenible 
(económica, social y ambientalmente); fortalecer las finanzas públicas, 
mediante una planeación de mediano-largo plazo y al contar con mayo-
res ingresos por el mayor dinamismo de la economía; promover un desa-
rrollo territorial más armónico gracias a mejores vías de comunicación 
y mejor conectividad digital; acelerar los proyectos estratégicos del Plan 
México (2024); y mejorar la transparencia y la certidumbre en la ejecu-
ción de la obra pública. 

Este Plan representa un avance significativo en el reconocimiento de 
la necesidad de dinamizar el crecimiento mediante reactivar y sostener 
el impulso de la inversión pública, como no se había visto en las últimas 
cuatro décadas. El plan tiene una gran importancia porque México acu-
mula décadas de crecimiento mediocre (alrededor de 2% anual en los 
últimos 40 años) y la inversión es clave para superar esta trampa del bajo 
crecimiento, una de las tres identificadas por la CEPAL como grandes 
obstáculos al desarrollo (CEPAL, 2024). Aunque falta por ver el detalle de 
su implementación, en este momento se pueden indentificar al menos 
tres grandes desafíos para la ejecución exitosa del Plan.

•	 El financiamiento: los mecanismos específicos para movilizar los re-
cursos adicionales no han sido completamente definidos, aunque la 
iniciativa de Ley para impulsar el financiamiento del PIIDEB puede 
ser un detonador, especialmente de la inversión privada en un con-
texto de reducido espacio fiscal.10 

10	 En contraste, también debe tenerse presente el riesgo de elevación del déficit 
fiscal, que podría emitir señales adversas para los potenciales inversionistas 
privados (al respecto, véase Álvarez Icaza, 2026).
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•	 La certeza jurídica y regulatoria: la incertidumbre sobre las reglas 
aplicables a los esquemas mixtos de financiamiento y ejecución de 
proyectos, señalada como uno de los principales obstáculos para la 
inversión privada en México, sigue siendo un factor de riesgo, que 
podría exacerbarse en función de la operación de la reforma al poder 
judicial (Quintana, 2026).

•	 La capacidad institucional de ejecución: históricamente, los progra-
mas de inversión pública en México han sufrido retrasos y sobrecos-
tos significativos, además de una carencia de estrategias de inversión 
con visión prospectiva, en particular las ligadas al desarrollo de re-
giones, centros de producción o enclaves de exportación. La reduc-
ción de las capacidades técnicas de la burocracia en años recientes ha 
agravado este problema11 (véanse OECD, 2026; FMI, 2020).

Para enfrentar principalmente el reto del financiamiento, pero tam-
bién con efecto en los otros desafíos, la presidenta de México envió 
el 18 de marzo de 2026 a la Cámara de Diputados el proyecto de “Ley 
para el Fomento de la Inversión en Infraestructura Estratégica para 
el Desarrollo con Bienestar” (LFIIEDEB). Esta propuesta busca atraer 
inversión privada mediante nuevos esquemas de colaboración (in-
versiones mixtas), eliminar el esquema tradicional de Asociaciones 
Público-Privadas (APP) y ratifica también la creación del Consejo de 
Planeación Estratégica para la Inversión mencionado en el PIIDEB. 

La Ley propone derogar la legislación de 2012 sobre APP y sustituirla 
por un esquema de inversiones mixtas. Se prevé el uso de fideicomisos 
especializados y otros instrumentos financieros para captar capital pri-
vado. La propuesta exige que las dependencias públicas informen deta-

11	 En el sexenio del presidente López Obrador, numerosos cuadros técnicos con 
experiencia y capacitación en materia de diseño, análisis y evaluación de pro-
yectos de inversión abandonaron la administración pública.
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lladamente sobre riesgos, contingencias y procesos de consulta social 
para fortalecer la certidumbre jurídica. 

La iniciativa del ejecutivo fue aprobada por la Cámara de Diputados 
en menos de una semana, lo que sugiere que se venía conversando desde 
tiempo atrás (véanse el texto de la propuesta de Ley y el Dictamen de la 
Cámara en Cámara de Diputados (2026a y 2026b). El recuadro 1 descri-
be las principales características de la Ley, con base en información de 
medios especializados.

Recuadro 1

Características de la Iniciativa de Ley para el
Fomento de la Inversión en Infraestructura

Estratégica para el Desarrollo con Bienestar

1.	 Contexto y diagnóstico

En materia de proyectos de infraestructura, en México normalmen-
te se asigna el presupuesto y después inicia el proyecto, de modo que 
carreteras, hospitales y sistemas de agua avanzan en función de los 
recursos disponibles cada año. La Ley busca garantizar la aproba-
ción y continuidad de proyectos de infraestructura, aunque no ne-
cesariamente se tengan contemplados los recursos en el presupuesto 
público.

2.	 La Ley consta de dos instrumentos:

a)	  Se busca dotar al Estado de un marco normativo específico y sis-
temático que promueva el uso eficiente de los recursos públicos, 
incentive la participación responsable de los sectores privado y 
social, y fortalezca la planeación y evaluación de los proyectos 
de inversión estratégica. 
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b)	  Se proponen reformas a la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria (LFPRH); se incorpora la definición 
de Proyectos para el Desarrollo con Bienestar y se establece la 
obligación de las dependencias de proporcionar información que 
permita reflejar adecuadamente los registros presupuestarios. 

3.	 Instrumentos clave creados por la iniciativa

a)	 Vehículos de Coordinación para la Inversión (VCI). Servirán para 
canalizar recursos a través de mecanismos de inversión, coin-
versión y financiamiento, en los que participen de manera con-
junta los sectores público, privado y social. Incluyen vehículos 
de propósito específico, esquemas mixtos y fondos públicos.

b)	 Contratos de Inversión Estratégica. Permitirían al gobierno fir-
mar acuerdos con personas morales o fideicomisos, incluyendo 
actores del sector social, para ejecutar proyectos de infraestruc-
tura pública de largo plazo, con contratos de hasta 40 años. 

c)	  Consejo de Planeación Estratégica para la Inversión en Infraes-
tructura (anunciado en el PIIDEB). Estará conformado por 10 
dependencias de gobierno encargadas de proyectos de infraes-
tructura y desarrollo, con el fin de lograr mayor coordinación 
entre proyectos. Es un órgano consultivo permanente sin perso-
nalidad jurídica propia; sus recomendaciones no son vinculantes.

4.	 Cambios presupuestarios

a)	  Flexibilidad de arranque: el nuevo artículo 35 Bis de la LFPRH 
autorizaría a la SHCP a permitir el inicio de procedimientos de 
contratación estratégica aun sin contar con suficiencia presu-
puestaria definitiva, cuando se trate de proyectos prioritarios. 

b)	  Blindaje del gasto social y la inversión: la propuesta establece 
que los ajustes presupuestarios en tiempos de caída de ingresos 
no deberán afectar los programas sociales ni los gastos relacio-
nados con los proyectos para el desarrollo con bienestar. 
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c)	  Redefinición del Gasto Corriente Estructural: se excluirían de 
este concepto los programas sociales universales constitucio-
nales, los servicios personales de educación, salud y seguridad 
pública, y la inversión física y financiera directa —lo que altera-
ría la base sobre la que se mide el límite del gasto corriente. 

d)	  Pemex: se propone eliminar la vinculación entre las metas fis-
cales de equilibrio presupuestario y la inversión de Pemex, que 
hoy se contabiliza dentro de los compromisos fiscales del go-
bierno federal. 

En síntesis, se trata de una reforma de amplio alcance que busca 
destrabar la inversión en infraestructura, combinando participa-
ción privada con conducción estratégica del Estado, pero que intro-
duce ajustes presupuestarios que pueden generar tensiones con la 
disciplina fiscal. 

Fuentes: elaborado con base en Cámara de Diputados, 2026a y 2026b; Maritza Pérez y Alejan-
dro de la Rosa (2026), “Gobierno presenta iniciativa de ley para normar inversiones mixtas”, El 
Economista, publicado: 19.03.2026 - 20:12; actualizado: 20.03.2026 - 00:29; en línea: https://
www.eleconomista.com.mx/empresas/sheinbaum-envia-iniciativa-regular-inversiones-desn-
tinadas-obras-estrategicas-20260319-805058.html; Obras por Expansión, en línea: https://
obras.expansion.mx/infraestructura/2026/03/19/sheinbaum-propone-una-nueva-ley-inver-
tir-en-infraestructura. 

El PIIDEB y la iniciativa de Ley para promover la inversión en infraes-
tructura complementan y se retroaliementan con otras acciones del 
gobierno, como el Plan México y la actualización del T-MEC, que bus-
can dinamizar la economía y mejorar la inserción externa en un mundo 
crecientemente complejo. Por ejemplo, el Plan México complementa el 
ecosistema de incentivos, mediante estímulos fiscales (deducciones in-
mediatas en activos fijos y capacitación dual) para fomentar nuevas in-
versiones y relocalización (nearshoring). La articulación de ambos planes 
surge de manera natural en la medida en que diversas acciones del plan 
México, especialmente en los sectores productivos que se busca impul-
sar requieren infraestructura mejorada en energía, ferrocarriles y trans-
porte y comunicaciones, que son los pilares del PIIDEB. 
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5.3 Posibles efectos del PIIDEB

En esta sección se presentan los resultados de ejercicios de simulación 
del efecto del PIIDEB sobre el crecimiento, para lo cual se emplea el mo-
delo previamente estimado en Máttar y Perrotti (2024). Se usan los mon-
tos de inversión que propone el PIIDEB (un total de 5.6 billones de pesos), 
que se agregan a la inversión pública originalmente presupuestada en el 
marco macroeconómico 2026-2030 de los CGPE 2026 (SHCP, 2025, cua-
dro III.2 página 87). Suponemos que la inversión adicional —que incluye 
recursos del sector privado— se distribuye uniformemente en el quin-
quenio, excepto en 2026, año en que se anunció una inversión adicional 
de 722,000 millones de pesos, equivalentes a un 1.9% del PIB de 2026. 
Para el periodo 2027-2030 el resto de los recursos (4.878 billones de pe-
sos) suman 1,219.5 millones cada año). En la simulación suponemos que 
los recursos por sector (energía, trenes, carreteras, etc.) se reparten cada 
año de acuerdo con los porcentajes establecidos en el PIIDEB (véase de 
nuevo el cuadro 6). 

a.	 Simulación del impacto macroeconómico 

La simulación se basa en una descomposición entre inversión total en in-
fraestructura, inversión base y el componente adicional de inversión del 
PIIDEB. El choque relevante para el ejercicio corresponde a la inversión 
adicional expresada como porcentaje del PIB. Los coeficientes utilizados 
en la simulación corresponden a estimaciones de efectos de mediano y 
largo plazo reportadas en Máttar y Perrotti (2024), por tratarse del tra-
bajo que estima de manera más directa la relación entre shocks de in-
fraestructura y el PIB privado en México. En el cuadro 7 se presentan las 
cifras de inversión en infraestructura según el marco macroeconómico 
2026-2030 de las GCPE (guías de criterios generales de política económi-
ca), la inversión adicional que propone el PIIDEB y el total de inversión, 
todas con respecto al PIB del año respectivo, también proyectado por el 
marco macroeconómico de la SHCP. Las cifras indican un aumento de la 
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tasa de inversión de alrededor de 1.6 puntos porcentuales del PIB cada 
año en 2026-2030.

Cuadro 7. México: Inversión en infraestructura antes y después 
del PIIDEB, 2026-2030 (porcentajes del PIB)

Año
Inversión estimada 

por CGPE 
Inversión adicional 

PIIDEB 
Inversión total 

con PIIDEB 
2026 1.7 1.8 3.5 
2027 1.7 3.0 4.7
2028 1.6 2.8 4.4
2029 1.5 2.6 4.2
2030 1.5 2.4 4.0

Fuente: elaboración propia con base en SHCP, 2025; y SHCP/Presidencia de la República, 2026.

Máttar y Perrotti (2024) encontraron elasticidades cercanas a 0.5 para el 
impacto de la infraestructura de transporte sobre el PIB privado. Dado 
que el PIIDEB combina sectores con retornos potencialmente distintos, el 
uso de una banda de elasticidades permite capturar de manera prudente 
la incertidumbre respecto al retorno macroeconómico de la infraestruc-
tura (cuadro 8).

Cuadro 8. Elasticidad según escenarios del efecto 
de la inversión sobre el crecimiento

Escenario de impacto Elasticidad (ε)
Bajo 0.25

Central 0.35
Alto 0.50

Fuente: elaboración propia con base en Máttar y Perrotti (2024).
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El escenario central (ε = 0,35) se utiliza como referencia principal, mien-
tras que los escenarios bajo y alto permiten evaluar la sensibilidad de los 
resultados.

El impacto sobre el crecimiento del PIB se calcula mediante la si-
guiente relación:

𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼_𝑃𝑃𝑃𝑃𝑃𝑃! = 𝜀𝜀 ∙ 𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼𝐼ó𝑛𝑛_𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎𝑎! 
 

Los cálculos que se presentan en el cuadro 9 sugieren que el PIIDEB podría 
aportar entre 0.9 y 2.3 puntos porcentuales adicionales de crecimiento 
del PIB por año, con un escenario central de 1.5 puntos porcentuales.12 13

12	 Vale aclarar que en los cálculos de la tasa de inversión en infraestructura 
sobre el PIB de 2026 a 2030, el denominador que se usa es el PIB del año res-
pectivo calculado por la SHCP en su marco macroeconómico 2026-2030. Es 
decir, no se considera en el denominador el efecto positivo de la inversión 
adicional, lo que haría el denominador más alto y, por tanto, el cociente me-
nor. Se consideró más adecuado medir el efecto contra los montos planeados 
por Hacienda, en lugar de montos hipóteticos que resultan de la inyeccion 
adicional de inversión.

13	 Para el cálculo del porcentaje de inversión en infraestructura en sus diversos 
componentes con respecto al PIB del 2027 a 2030 suponemos que se mantiene la 
estructura del gasto de infraestructura entre los diferentes componentes (vivien-
da, energía, salud, educación, comunicaciones y transportes y otros) y agregamos 
a cada uno de ellos el porcentaje del PIB que resulta de aplicar la participación 
de cada uno de los componentes en el monto adicional de inversión; con una 
excepción, debida a que en la información que se usó existe el rubro de vivienda 
que no aparece en la propuesta del PIIDEB. Por lo tanto al porcentaje del PIB que 
resulta del ejercicio se agrega el porcentaje del gasto de infraestructura en vi-
vienda respecto al PIB de 2026, es decir 0.38%, y ese porcentaje se mantiene hasta 
2030. No se trata de un supuesto heroico dado su muy bajo valor. Por otro lado, 
en la propuesta del plan de inversión, se distinguen dentro de comunicaciones 
y transportes, trenes, carreteras, puertos y aeropuertos que en conjunto suman 
36% y, junto con energía, que participa con 54.15%, absorben más de 90% de las 
inversiones adicionales previstas en el quinquenio. Para la realización del ejer-
cicio suponemos que los montos que se invierten en cada sector se distribuyen 
homogéneamente en el periodo 2027-2030.
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Cuadro 9. Impacto de la inversión adicional del PIIDEB en el PIB 
según elasticidades baja, central y alta (puntos del PIB)

Año
Impacto bajo 

(ε=0,25)
Impacto central 

(ε=0,35)
Impacto alto 

(ε=0,50)

2026 0,9 1,2 1,8

2027 1,2 1,6 2,3

2028 1,1 1,5 2,2

2029 1,0 1,5 2,1

2030 1,0 1,4 2,0

Fuente: elaboración propia con base en los cálculos del modelo estimado en Máttar y Perrotti 
(2024)

Los resultados deben interpretarse como aproximaciones de primer or-
den de los efectos directos del impacto potencial del programa de in-
versión en infraestructura, es decir, como referencias cuantitativas para 
iniciar una discusión sobre la magnitud plausible de los efectos macro-
económicos de la expansión de la inversión en infraestructura, dados 
los efectos indirectos señalados a continuación, y que una estimación 
estructural requeriría replicar las especificaciones econométricas de los 
modelos revisados e incorporar explícitamente las variables explicativas 
utilizadas en cada estudio, lo cual excede el alcance del presente ejercicio.

b.	 Efectos complementarios potenciales identificados en la literatura

La simulación presentada captura únicamente el efecto directo de la in-
versión en infraestructura sobre el crecimiento del PIB; sin embargo, la 
literatura revisada sugiere que la infraestructura puede generar efectos 
adicionales a través de varios mecanismos complementarios que no se 
cuantifican explícitamente en este ejercicio. Por eso, además de los resul-
tados positivos de la simulación, debe subrayarse la relevancia del PIIDEB 
como un posible punto de partida de un ciclo virtuoso de crecimiento 
sostenible inédito en medio siglo.
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En primer lugar, la infraestructura puede inducir inversión privada 
complementaria. La evidencia para México sugiere que el capital públi-
co puede actuar como plataforma para nuevas inversiones privadas al 
reducir costos logísticos, mejorar la conectividad y ampliar el acceso a 
mercados. Aunque en el corto plazo pueden observarse efectos de des-
plazamiento transitorios, la relación de mediano plazo tiende a ser po-
sitiva, reflejando procesos de crowding-in del capital privado. El PIIDEB 
busca sumar inversión privada en infraestructura, en la que tradicional-
mente la inversión pública marca el camino (especialmente en energía 
y transporte), por lo que es de esperar que haya crowding-in en lugar de 
crowding-out.

En segundo lugar, la infraestructura puede generar ganancias de pro-
ductividad al reducir fricciones económicas. Mejoras en transporte, lo-
gística y conectividad territorial reducen los costos de transacción, los 
tiempos de traslado y las barreras de acceso a los mercados, lo que per-
mite que las empresas operen con mayor eficiencia y amplíen su escala 
de producción.

En tercer lugar, la infraestructura mejorada puede favorecer una asig-
nación más eficiente de recursos entre empresas y regiones. En contextos 
donde existen brechas de conectividad o mercados fragmentados, la ex-
pansión de redes de transporte y logística puede facilitar la reasignación 
de capital y trabajo hacia las empresas más productivas, elevando así el 
crecimiento potencial de la economía, reduciendo las desigualdades en 
productividad y entre los territorios.

Por todo esto, se señala nuevamente que la simulación presentada 
en la sección anterior debe interpretarse como una estimación parcial 
de primer orden del potencial impacto macroeconómico del PIIDEB. 
Al centrarse únicamente en la relación directa entre infraestructura y 
producto, el ejercicio no incorpora explícitamente los efectos indirectos 
asociados al crowding-in de la inversión privada, a las mejoras de pro-
ductividad ni a los procesos de reasignación de recursos. En la medida 
en que estos mecanismos se materialicen, el impacto agregado de la in-
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versión en infraestructura podría resultar mayor que el capturado por la 
simulación. 

Por otro lado, no deben descartarse los riesgos, asociados, por ejem-
plo, a problemas de implementación, retrasos de las obras, falta de 
transparencia, manifestaciones de impacto ambiental mal presentadas, 
protestas de comunidades que impidan el desarrollo de las obras, entre 
otras. La reforma judicial ha despertado cierto nerviosismo en el sector 
privado; la certeza jurídica y la estabilidad de las reglas y leyes son nece-
sarias para las decisiones de inversión. Debemos suponer que el gobier-
no y la iniciativa privada que participen en los proyectos harán todo lo 
necesario para que los requisitos de todo tipo se vayan cumpliendo y de 
esa manera la ejecución de los proyectos siga su curso sin mayores con-
tratiempos o con los menores posibles.

c) Reflexiones

La literatura revisada permite proyectar que el plan 2026-2030 tiene po-
tencial para elevar la inversión privada y el PIB, pero ese resultado no de-
pende únicamente del tamaño nominal del paquete, sino también de su 
composición sectorial, de la estabilidad institucional de su ejecución y de 
su capacidad para reducir cuellos de botella logísticos y de productividad.

En este sentido, el Plan de Inversión en Infraestructura 2026-2030 
puede interpretarse como un potencial impulso económico de gran 
magnitud, con tres canales de transmisión principales: el crowding-in 
de capital privado, el retorno macroeconómico de la infraestructura de 
transporte y conectividad, y las mejoras potenciales en productividad y 
asignación de recursos. Una de sus principales zonas de riesgo se encuen-
tra en el sector energético, que absorbe más de la mitad de los recursos 
y cuya experiencia histórica muestra que la inestabilidad institucional 
puede neutralizar parte del rendimiento esperado.

Para que la inversión energética del PIIDEB rompa con su patrón his-
tórico negativo, serían necesarias al menos tres condiciones: primero, 
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que los recursos destinados a Pemex y CFE se orienten prioritariamen-
te a resolver cuellos de botella operativos concretos (como refinación y 
transmisión eléctrica) y no a expansión de capacidad sin rentabilidad de-
mostrada; segundo, que la ejecución esté blindada de la volatilidad pre-
supuestaria que históricamente ha interrumpido proyectos a mitad de 
su ciclo productivo; y tercero, que la participación privada en esquemas 
mixtos aporte no solo capital sino también estándares de gestión y pro-
ductividad.

El impacto del plan sobre la economía dependerá también de que el 
diseño financiero y de gobernanza (incluidos los contratos mixtos y los 
nuevos vehículos de inversión) logren evitar la volatilidad histórica y 
permita que la infraestructura despliegue plenamente su capacidad de 
arrastre sobre la inversión privada y la productividad.

6. Elementos de una política de inversión pública 
para el desarrollo sostenible

Como se constató en la sección 5, el Plan de inversión en infraestructura 
puede generar efectos multiplicadores que tendrían un impacto en la tra-
yectoria de crecimiento. Pero además de la importancia de dinamizar la 
economía es necesario considerar el efecto en el desarrollo sostenible, es 
decir, además del crecimiento, el impacto en el desarrollo social y el me-
dio ambiente. En esta sección se propone orientar las inversiones priori-
tarias y las del PIIDEB hacia objetivos compatibles, no solo con aumentar 
el producto, sino también con impulsar el desarrollo social y procurar el 
cuidado del ambiente. 

6.1 Marco conceptual: inversión pública sostenible

Como se explicó en la sección III, las inversiones sostenibles son aquellas 
donde se toman en cuenta explícitamente, en su diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación, criterios sociales, económicos y ambientales sobre 
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un horizonte de largo plazo. Una política de reactivación de la inversión 
pública sostenible y duradera, como componente central de una muy ne-
cesaria estrategia de desarrollo de largo plazo de México, debe cumplir 
con cuatro criterios fundamentales.
 
a)	 La sostenibilidad fiscal: la estrategia de inversión debe ser compatible 

con la estabilidad de las finanzas públicas en el corto, mediano y lar-
go plazos, lo que implica una planificación cuidadosa de las fuentes 
de financiamiento y la dinámica de la deuda pública. 

b)	 La sostenibilidad económica: la inversión debe generar beneficios eco-
nómicos que superen su costo, incluyendo tanto los efectos directos 
sobre el crecimiento como las externalidades positivas en términos 
de productividad, empleo digno y reducción de desigualdades.

c)	 La sostenibilidad ambiental: la inversión pública debe contribuir a la 
transición hacia un modelo de desarrollo bajo en carbono y resiliente 
al cambio climático, evitando inversiones intensivas en emisiones de 
gases de efecto invernadero o que dañen irreversiblemente el capital 
natural.

d)	 La sostenibilidad institucional: la política de inversión debe contar 
con mecanismos sólidos de planificación estratégica de largo plazo, 
priorización, ejecución, seguimiento y evaluación, que la protejan de 
los ciclos políticos y los procesos de ajuste fiscal de corto plazo.

Este marco de sostenibilidad es compatible con la distinción entre inver-
sión pública que genera activos duraderos —y por ende debe evaluarse en 
el largo plazo— e inversión pública con efectos puramente cíclicos. La in-
versión pública en infraestructura productiva de calidad es, en principio, 
autosostenible en el largo plazo: eleva el producto potencial y por ende 
la base impositiva futura, contribuyendo a mejorar la posición fiscal del 
gobierno en el largo plazo, incluso si en el corto plazo amplía el déficit.
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6.2 Posibles fuentes de financiamiento

Un desafío central para una política de reactivación de la inversión pú-
blica en México es el estrecho espacio fiscal. En 2025, el déficit amplio 
(requerimientos financieros del sector público) se estima en un 4.3% del 
PIB y la deuda pública se situó por encima de 52% del PIB (SHCP, 2025). 
Para 2026, el gobierno ha comprometido seguir una trayectoria de con-
solidación fiscal, lo que limita el margen para incrementar el gasto de 
inversión financiado con recursos presupuestarios ordinarios.

Sin embargo, existen diversas fuentes de financiamiento que podrían 
movilizarse para una política de inversión pública de largo plazo, y cuya 
utilización combinada permitiría ampliar sustancialmente el espacio de 
inversión sin comprometer la sostenibilidad fiscal:

a.	 Reforma fiscal y fortalecimiento de los ingresos públicos

México tiene una de las cargas tributarias más bajas entre países de la 
OCDE y de América Latina comparables a su nivel de desarrollo: los in-
gresos fiscales del gobierno federal representaron alrededor de 17% del 
PIB en 2024, frente a un promedio latinoamericano de 22% y un prome-
dio de la OCDE de 34%. Una reforma fiscal integral orientada a ampliar 
la base tributaria, reducir la evasión y la elusión fiscal, racionalizar los 
gastos fiscales (las exenciones y estímulos tributarios representan alre-
dedor de 4% del PIB) y elevar la progresividad del sistema, podría generar 
recursos adicionales del orden de 3 a 5% del PIB en el mediano plazo, sin 
necesidad de incrementar las tasas impositivas generales. 

Tras el fuerte aumento del déficit en 2024 y uno todavía elevado en 
2025, México necesita una consolidación fiscal constante y gradual para 
garantizar la sostenibilidad y reconstruir las reservas fiscales, apoyán-
dose en mayores ingresos y un gasto mejor dirigido. Un marco fiscal a 
mediano plazo respaldaría la planificación plurianual, reduciría la proci-
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clicidad y ayudaría a salvaguardar el margen fiscal para inversiones clave 
en educación, digitalización, transición verde y seguridad (OECD, 2026). 
Además, podría impulsar la provisión de recursos para proyectos de in-
versión al amparo de la Ley para el fomento de las inversiones estratégi-
cas para el desarrollo con bienestar.

El fortalecimiento de la movilización de recursos internos es una 
condición básica para que México pueda incrementar la inversión pú-
blica sin comprometer la sostenibilidad fiscal (cf. CEPAL, 2025). Aunque 
el gobierno no se ha manifestado en pro, una reforma fiscal es necesaria, 
pues no solo ampliaría el espacio para la inversión pública directa, sino 
que también mejoraría las calificaciones crediticias del país y reduciría 
el costo del financiamiento externo. El costo político de emprender una 
reforma fiscal es mucho menor que el costo económico de no hacerla.

b.	 Financiamiento externo de largo plazo

México tiene acceso a diversas fuentes de financiamiento externo en 
condiciones concesionales o semiconcesionales que pueden complemen-
tar los recursos presupuestarios. Los bancos multilaterales de desarrollo 
—Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Banco de 
Desarrollo de América Latina (CAF), Banco Europeo de Inversiones— 
ofrecen créditos a plazos de 20 a 30 años con tasas de interés inferiores 
a las del mercado, especialmente para proyectos de infraestructura con 
alto impacto social y ambiental. La utilización más activa de estas fuen-
tes podría aportar entre 1 y 1.5% del PIB adicional de inversión anual.

El financiamiento climático representa una oportunidad adicional. 
Los fondos multilaterales de clima —Fondo Verde para el Clima, Fondo 
de Adaptación, Fondo para el Medio Ambiente Mundial— destinan re-
cursos concesionales a países en desarrollo para financiar proyectos de 
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mitigación y adaptación al cambio climático. México podría acceder a 
recursos adicionales del orden de 0.3 a 0.5% del PIB por esta vía, siempre 
que desarrolle una cartera sólida de proyectos climáticos elegibles. 

c.	 Esquemas mixtos y otros vehículos innovadores

Si bien las APP tradicionales han sido descartadas por el gobierno por su 
costo fiscal elevado y por los problemas de transparencia en su diseño y 
contratación, los esquemas de inversión mixta que el Plan de Infraestruc-
tura 2026-2030 propone como alternativa representan una evolución en 
la dirección correcta. Los contratos mixtos, donde el Estado aporta el 
capital semilla y la propiedad de los activos pero comparte los riesgos 
y beneficios con socios privados, pueden movilizar recursos privados a 
menores costos que las APP convencionales, siempre que exista un marco 
jurídico claro y predecible.

Otros vehículos financieros que podrían movilizar recursos privados 
para infraestructura incluyen los Fideicomisos de Infraestructura y Bie-
nes Raíces (FIBRAs E), los fondos de pensiones nacionales e internacio-
nales —que tienen mandatos específicos para invertir en activos reales 
de largo plazo— y los bonos verdes y de impacto social emitidos en los 
mercados de capitales nacionales e internacionales.

d.	 Banca de desarrollo y garantías públicas

La banca de desarrollo nacional —Banobras, Nafin, Bancomext— puede 
jugar un papel crucial en el financiamiento de la infraestructura, tan-
to como prestamista directo como mediante la provisión de garantías 
que faciliten el acceso del sector privado a financiamiento de mercado. 
Banobras, que ya es un actor relevante en el financiamiento de infraes-
tructura en México, podría expandir significativamente su papel como 
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banco de inversión en infraestructura, movilizando recursos adicionales 
del mercado de capitales mediante la emisión de bonos respaldados por 
su cartera de proyectos. 

El PIIDEB le da sustento económico y político a una política más activa 
de colocación de créditos por parte de la banca de desarrollo nacional, 
en particular por la importancia de la participación del sector privado en 
las iniciativas de inversión. Por otro lado, el exhorto presidencial para 
movilizar más recursos crediticios para las empresas pequeñas durante 
la 89 Convención Bancaria es oportuno, pues estas empresas podrían 
ser proveedoras de grandes empresas constructoras y desarrolladoras de 
proyectos de obra público-privada, en el marco del PIIDEB y la Ley para 
impulsar su financiamiento.

6.3 Prioridades sectoriales de la inversión pública

Una estrategia de impulso a la inversión pública sostenible debe definir 
prioridades sectoriales con base en criterios de impacto económico, so-
cial y ambiental, y no solo en función de las preferencias políticas de la 
administración en turno. Con base en el análisis precedente, se propo-
nen las siguientes prioridades sectoriales, considerando además su com-
plementariedad con el PIIDEB:

a.	 Transición energética y energías renovables

México tiene un enorme potencial en energías renovables —solar, eólica, 
geotérmica, hidroeléctrica— que no ha sido aprovechado suficientemen-
te. Una inversión pública en la ampliación de la capacidad de generación 
renovable, en la modernización de la red de transmisión y distribución 
eléctrica, y en la electrificación de los sistemas de transporte, es indis-
pensable tanto para cumplir los compromisos climáticos del país como 
para garantizar un suministro eléctrico confiable y asequible al sector 
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productivo. La inversión requerida en este sector se estima en el orden de 
1.5 a 2.0% del PIB anual durante la próxima década. El monto que se pre-
vé destinar al sector energía en el marco del PIIDEB (incluyendo recursos 
del sector privadio) fluctúa desde un mínimo de 0.66% del PIB en 2030 
hasta un 0.75% del PIB en 2027.

b.	 Agua y saneamiento

Las deficiencias en el acceso al agua potable y el saneamiento siguen 
siendo uno de los principales rezagos de desarrollo en México. El ODS 6 
establece como meta universal el acceso al agua potable y el saneamiento 
para 2030, objetivo que México difícilmente alcanzará sin una inversión 
pública significativa y sostenida. Las necesidades de inversión se concen-
tran en zonas rurales y periurbanas, en la gestión integral de cuencas, en 
el control de la contaminación de ríos y acuíferos, y en la construcción de 
sistemas de tratamiento de aguas residuales. Este es, además, un sector 
con alto potencial de empleo local y bajo contenido de importaciones, lo 
que amplifica su impacto en la economía interna.

c.	 Infraestructura de salud

La pandemia de Covid-19 reveló dramáticamente las insuficiencias de la 
infraestructura de salud en México. Con apenas 0.9 camas hospitalarias 
por cada 1,000 habitantes —menos de la mitad de lo que recomienda 
la OMS— y una infraestructura física deteriorada en muchos estableci-
mientos del primer y segundo nivel de atención, México requiere una 
inversión sostenida en la ampliación y modernización de sus instalacio-
nes de salud. Esta inversión tiene un doble dividendo: mejora la calidad 
de vida de la población y reduce los costos económicos asociados a la 
morbilidad y la mortalidad evitable.
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d.	 Infraestructura logística y de conectividad para el nearshoring

La oportunidad del nearshoring requiere con urgencia una infraestruc-
tura logística de primer orden; de otra forma no aprovecharía esta ven-
taja ni otras oportunidades para las que México debe estar preparado: 
parques industriales con acceso a energía confiable y renovable, conecti-
vidad digital de alta velocidad, puertos y aeropuertos modernos, y redes 
ferroviarias y carreteras eficientes. La inversión pública en estos rubros 
actúa como señal al sector privado y reduce los costos de la inversión 
privada complementaria. El Plan de Infraestructura 2026-2030 avanza 
en esta dirección, aunque deberán vencerse desafíos para garantizar la 
coordinación entre los diferentes niveles de gobierno y con el sector pri-
vado, nacional y foráneo.

e.	 Infraestructura digital y conectividad

La digitalización es un vector transversal de competitividad y desarro-
llo. México tiene brechas significativas en conectividad a internet de 
banda ancha, especialmente en zonas rurales y en el sureste del país. La 
inversión pública en infraestructura de telecomunicaciones —tanto en 
redes de fibra óptica como en torres de telecomunicaciones y espectro 
radioeléctrico— puede reducir estas brechas y habilitar el desarrollo de 
la economía digital en regiones rezagadas.

6.4 Gobernanza de la inversión pública: condiciones 
para la efectividad

La efectividad de la inversión pública no depende solo de su monto, sino 
también de la calidad de los procesos de planificación, priorización, eje-
cución, supervisión y evaluación. México tiene un historial de proyectos 
de inversión pública con sobrecostos significativos, retrasos en la ejecu-
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ción y resultados por debajo de los proyectados. Mejorar la gobernanza 
de la inversión pública es, por lo tanto, tan importante como incremen-
tar su nivel.

Los Proyectos de inversión en infraestructura normalmente requie-
ren años para completarse, partiendo desde el diseño, pasando por la 
implementación, seguimiento y evaluación, antes de ser concluidos; por 
ello es importante que se emplee en la gestión de proyectos y en su eje-
cución la disciplina de la gobernanza anticipatoria, que combina la pla-
neación estratégica con la prospectiva, lo cual es especialmente propicio 
en un mundo cambiante y de alta volatilidad económica, financiera y 
política. En términos de la inversión pública y, de hecho, también debería 
ser válido para la inversión privada, las condiciones institucionales para 
una inversión efectiva con el apoyo de una gobernza anticipatoria se pue-
den resumir en:

i.	 un sistema robusto de evaluación ex ante de proyectos, basado en 
análisis costo-beneficio que incluyan los impactos económicos, so-
ciales y ambientales; 

ii.	 mecanismos de planificación multianual que protejan las asignacio-
nes de inversión de los ciclos presupuestarios anuales; 

iii.	sistemas de seguimiento y evaluación de la ejecución física y finan-
ciera en tiempo real; 

iv.	 plataformas web en internet de acceso abierto para conocer el estado 
de avance de los proyectos

v.	 rendición de cuentas clara sobre los resultados de la inversión; y 
vi.	 procesos de licitación transparentes y competitivos que reduzcan los 

sobrecostos y la corrupción.

La propuesta del Plan de Infraestructura 2026-2030 de crear un Consejo 
de Planeación Estratégica de la Inversión y una base de datos nacional de 
proyectos apunta en la dirección correcta. Sin embargo, estas iniciativas 
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serán efectivas solo si van acompañadas de un fortalecimiento de las ca-
pacidades técnicas de las instituciones responsables y de mecanismos de 
rendición de cuentas genuinamente efectivos.

La CEPAL (2025) identifica las capacidades clave para la inversión 
pública eficiente en la región: planificación estratégica y evaluación de 
proyectos, gestión de contratos y adquisiciones, coordinación intergu-
bernamental, y marcos institucionales para los esquemas mixtos de in-
versión. México tiene avances significativos en algunas de estas áreas 
—el sistema de evaluación de programas y proyectos de inversión de la 
SHCP es uno de los más desarrollados de la región— pero persisten debi-
lidades importantes en la capacidad de ejecución a nivel subnacional y en 
la transparencia de los contratos de obra pública.

Para tener una idea aproximada de lo que podrían significar las inver-
siones del programa del plan de inversiones en infraestructura acudimos 
a estimaciones de terceros como el CIEP, la CEPAL y el Banco Mundial, so-
bre las brechas de inversión en los diferentes sectores de infraestructura 
y los comparamos con las estimaciones basadas en el PIIDEB. Los montos 
de inversión de 2026 a 2030 fluctúan anualmente entre un 3.5% y un 4.7% 
del PIB, suponiendo que se ejecuta a plenitud el plan de infraestructura 
(cuadro 7). Por otro lado, las estimaciones de otros organismos apuntan 
a unas necesidades de inversión en infraestructura de entre 3.9 y 5.1% 
del PIB (cuadro 10); es decir un valor medio de 4.5%, mayor que nuestra 
estimación media de 4.1%, lo que reduciría significativamente la brecha y 
podría ser una indicación de que el PIIDEB representa un parteaguas que 
encaminaría a la inversión por una senda de desarrollo sostenible como 
no se ha visto en décadas en México. 
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Cuadro 10. Inversión pública necesaria en sectores prioritarios 
para el desarrollo sostenible de México (estimaciones, porcentajes 
del PIB anual)

Sector
Nivel actual 

(% PIB)
Nivel necesa-

rio (% PIB)
Brecha 
(% PIB)

ODS vincu-
lados

Transición 
energética y 
renovables

0.3-0.4% 1.5-2.0% 1.1-1.7% ODS 7, 13

Agua y 
saneamiento

0.2-0.3% 0.6-0.8%
0.4-
0.5%

ODS 6, 3

Salud 
(infraestructura)

0.1-0.2% 0.4-0.5% 0.3% ODS 3

Educación 
(infraestructura)

0.1-0.2% 0.3-0.4% 0.2% ODS 4

Logística y 
conectividad

0.3-0.4% 0.8-1.0%
0.5-
0.6%

ODS 9, 11

Infraestructura 
digital

0.1-0.15% 0.3-0.4% 0.2% ODS 9, 17

TOTAL 1.1-1.55% 3.9-5.1% 2.7-3.5%

Fuente: estimaciones propias con base en CIEP (2020, 2025), CEPAL (2025) y Banco Mundial
Nota 1: Las estimaciones deben interpretarse como órdenes de magnitud; la inversión necesa-
ria varía según los supuestos metodológicos.
Nota 2: Para una descripción de cada ODS, véase CEPAL (2023). 

7. Conclusiones y recomendaciones de política

7.1 Principales hallazgos

El análisis presentado en este artículo permite establecer cinco conclu-
siones principales:
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i.	 México enfrenta un déficit acumulado de inversión pública que limita 
severamente su crecimiento potencial y sus posibilidades de avanzar 
en su proceso de desarrollo sostenible. La inversión pública ha caído 
de representar entre 7 y 10% del PIB en la etapa de industrialización 
liderada por el Estado, a menos de 3% del PIB en años recientes. Esta 
caída ha sido el resultado de un patrón sistemático de utilización de 
la inversión pública como variable de ajuste fiscal, que se ha repetido 
en cada ciclo de consolidación presupuestaria, independientemente 
del gobierno en turno.

ii.	 La evidencia empírica disponible para México y para América Lati-
na no confirma la hipótesis del crowding-out y no rechaza el efecto 
de complementariedad (crowding-in) de la inversión pública sobre la 
inversión privada. Los estudios de Gutiérrez y Moreno (2021), Má-
ttar y Perrotti (2024) y Terrones (2019), entre otros, muestran que 
la inversión pública tiene multiplicadores positivos sobre el PIB y 
que estimula —no desplaza— a la inversión privada, especialmente 
cuando se dirige a infraestructura productiva de calidad y proviene 
de acuerdos estratégicos entre los sectores público y privado.

iii.	La inversión total en México ha alcanzado niveles elevados en años 
recientes (22.7% del PIB en 2025), pero este resultado se debe princi-
palmente a un dinamismo superior de la inversión privada (19.6% del 
PIB en 2025) sobre la pública (3.1% en 2025). Esta divergencia no es 
sostenible: la inversión privada necesita de la inversión pública en in-
fraestructura como insumo complementario, y su dinamismo puede 
frenarse ante la insuficiencia de la oferta pública de infraestructura.

iv.	 El Plan de Inversión en Infraestructura para el Desarrollo con Bienes-
tar 2026-2030, con una inversión prevista de 5.6 billones de pesos en 
ocho sectores estratégicos, representa un esfuerzo serio para revertir 
la tendencia de desinversión pública. Sin embargo, su viabilidad en-
frenta tres retos fundamentales: el financiamiento en un contexto de 
espacio fiscal reducido, la certeza jurídica y regulatoria para atraer 
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inversión privada complementaria, y la capacidad institucional para 
ejecutar proyectos de manera eficiente y transparente.

v.	 La inversión pública necesaria para cerrar las brechas de infraestruc-
tura y avanzar en los ODS se estima en el orden de 3.9 a 5.1% del PIB 
anual, frente a los niveles actuales de la inversión en infraestructura 
(1.1 a 1.5% del PIB). Esta brecha de entre 2.7 y 3.5 puntos del PIB no 
puede cerrarse con recursos presupuestarios ordinarios en el corto 
plazo. El PIIDEB apunta a una estrategia de largo plazo con parti-
cipación de inversión privada aunque, aun así, debe insistirse en la 
necesidad de una combinación de una reforma fiscal, financiamiento 
externo, banca de desarrollo y esquemas innovadores de inversión 
mixta.

7.2 Recomendaciones de política

Con base en el diagnóstico y el análisis presentados, se proponen las si-
guientes recomendaciones de política para elevar la inversión pública so-
bre un horizonte de largo plazo:

Recomendación 1: proteger la inversión pública 
del ciclo fiscal de corto plazo

Es indispensable establecer mecanismos institucionales que protejan el 
gasto de inversión de los recortes discrecionales en los procesos de ajuste 
fiscal de corto plazo. Entre los mecanismos posibles se encuentran: (i) 
la creación de un fondo de inversión pública plurianual, con recursos 
comprometidos por ley para un horizonte de al menos cinco años y con 
mecanismos de revisión periódica pero no de eliminación en situacio-
nes de estrechez fiscal; (ii) la reforma de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria para introducir la distinción entre gasto 
corriente y gasto de capital en el cálculo de los techos de gasto y en la 
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definición de la regla fiscal; y (iii) la adopción de una regla de gasto de ca-
pital estructural que permita que la inversión pública sea contracíclica.

Recomendación 2: emprender una reforma fiscal 
integral para ampliar el espacio fiscal

La discusión y decisión sobre una reforma fiscal en México ha sido pos-
puesta por décadas, en el marco de gobiernos de distintos partidos po-
líticos que no se atreven a asumir el costo político. El PIIDEB podría ser 
un aliado de una reforma fiscal. Si bien la medida no es popular, para el 
sector privado podría ser una señal de que, al contar con más recursos 
gracias a la reforma, el gobierno ampliaría el hoy reducido espacio fiscal, 
lo que le permitiría impulsar con mayores y más estables recursos los 
proyectos de infraestructura y, en esa medida, generar confianza e in-
terés en el sector privado, especialmente si la Ley para el fomento de la 
inversión en infraestructura se empieza a ejecutar y atrae a un número 
de empresas privadas y recursos significativos para la realización de in-
versiones en emprendimientos mixtos.

Sin un incremento sostenido de los ingresos fiscales, la reactivación 
de la inversión pública será inevitablemente temporal y frágil. La reforma 
fiscal necesaria no implica necesariamente incrementar tasas impositi-
vas, sino ampliar la base tributaria mediante la reducción de la evasión y 
la elusión, la racionalización de los gastos fiscales (que representan alre-
dedor de 4% del PIB), y el diseño de nuevos instrumentos tributarios que 
graven de manera más progresiva las rentas del capital y el patrimonio. 
El potencial de la reforma fiscal para generar recursos adicionales del 
orden de 3 a 5% del PIB en el mediano plazo es significativo y está do-
cumentado por la CEPAL (2025) y la OCDE (2026). Sin embargo, la expe-
riencia histórica obliga a ser realistas sobre los tiempos y la secuencia. 
Una reforma fiscal integral de amplio alcance requiere estructurarse en 
etapas: comenzar por medidas de menor resistencia política (como la 
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racionalización de gastos fiscales regresivos, el fortalecimiento de la ad-
ministración tributaria y el combate a la evasión) antes de avanzar hacia 
cambios estructurales en tasas y bases impositivas. El PIIDEB puede ser 
un argumento político para ese primer paso: mostrar al sector privado y 
a la ciudadanía que los recursos adicionales tienen un destino claro y pro-
ductivo, lo que reduce, aunque no elimina, el costo político de la reforma.

Recomendación 3: diseñar una estrategia 
de financiamiento mixto de largo plazo

El financiamiento de la brecha de infraestructura requiere una estrategia 
que combine múltiples fuentes de manera coherente y sostenible, lo que 
daría mayor probabilidad de éxito al PIIDEB. La propuesta de Ley para 
impulsar el financiamiento de la infraestructura ofrece un espacio que 
podría ser decisivo para iniciar un ciclo largo de dinamismo de la inver-
sión en infraestructura, con recursos públicos y privados. La estrategia 
debe incluir: (i) la utilización más activa de la banca multilateral de desa-
rrollo, especialmente para proyectos con alto impacto social y ambiental; 
(ii) el desarrollo del mercado de bonos de infraestructura —incluyendo 
bonos verdes y de impacto social— en el mercado doméstico; (iii) la am-
pliación del mandato y capacidad de Banobras como banco catalizador 
de inversión en infraestructura; y (iv) el diseño de esquemas de inversión 
mixta que ofrezcan certeza jurídica y rendimientos adecuados a los in-
versores privados, manteniendo la rectoría del Estado en los proyectos 
estratégicos.

Recomendación 4: alinear la inversión pública 
con la agenda de desarrollo sostenible

La política de inversión pública debe incorporar sistemáticamente cri-
terios de sostenibilidad ambiental y social en la selección y diseño de 
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proyectos. Esto implica: (i) aplicar evaluaciones de impacto ambiental 
y social rigurosas a todos los proyectos de inversión pública y mixta de 
gran escala; (ii) desarrollar una taxonomía de inversión sostenible que 
facilite la identificación de proyectos elegibles para financiamiento cli-
mático y de impacto; (iii) establecer metas cuantitativas de alineación de 
la inversión pública con los ODS y con las Contribuciones Determinadas 
Nacionalmente ante el Acuerdo de París; y (iv) crear mecanismos de se-
guimiento y reporte transparentes sobre el avance en estas metas.

Recomendación 5: fortalecer la capacidad institucional 
para la inversión pública

La efectividad de la inversión pública depende críticamente de la calidad 
de las instituciones responsables de su planificación, ejecución y eva-
luación. Se recomienda: (i) fortalecer el servicio civil de carrera en las 
instituciones responsables de la inversión pública, especialmente en las 
secretarías de Hacienda y Crédito Público, Economía, Energía, Infraes-
tructura, Transporte y Comunicaciones y en sus contrapartes en las en-
tidades federativas; (ii) consolidar y modernizar el sistema de evaluación 
ex ante de proyectos, extendiéndolo a todos los niveles de gobierno y 
asegurando su independencia técnica; (iii) crear un sistema nacional de 
información sobre inversión en infraestructura, que permita el segui-
miento en tiempo real de la ejecución física y financiera de los proyectos; 
(iv) establecer mecanismos de coordinación entre el gobierno federal, los 
estados y los municipios para la planificación y ejecución de proyectos 
de impacto regional; (v) establecer un sistema nacional de desarrollo de 
capacidades técnicas operativas políticas y prospectivas (TOPP: técni-
cas, operativas, políticas y prospectivas) que dote a los interesados de 
las competencias y habilidades necesarias para el examen, discusión, di-
seño, ejecución, seguimiento y evaluación de proyectos de inversión en 
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infraestructura, con el fin de elevar la tasa de éxito en la implementación 
de proyectos y su rentabilidad económica, social y ambiental (sobre las 
capacidades TOPP, véase Salazar y Boeninger, 2025).

Recomendación 6: priorizar la inversión 
en sectores de alto impacto social y ambiental

La asignación de la inversión pública debe rebalancearse para dar mayor 
peso a sectores que generan altos beneficios sociales y ambientales y que 
actualmente reciben una proporción insuficiente de recursos: agua y sa-
neamiento, salud, educación e infraestructura climática. Esto no implica 
reducir la inversión en energía y transporte —que también son priori-
tarios— sino asegurar un crecimiento más equilibrado que reduzca las 
brechas de acceso a servicios básicos que siguen siendo inaceptablemen-
te amplias en México, especialmente en el sur-sureste del país.

Recomendación 7: consolidar el plan de infraestructura 
como política de Estado

El Plan de Inversión en Infraestructura para el Desarrollo con Bienestar 
2026-2030 es un punto de partida valioso, pero para que sus efectos sean 
duraderos necesita convertirse en una política de Estado que trascienda 
las administraciones sexenales. Esto requiere: (i) la institucionalización 
del Consejo de Planeación Estratégica de la Inversión mediante un ins-
trumento legal que lo dote de autonomía y continuidad; (ii) la aprobación 
por el Congreso de una Ley de Inversión Pública en Infraestructura que 
establezca los principios, procedimientos y metas de largo plazo de la 
política de inversión; y (iii) la construcción de consensos amplios entre 
el gobierno, el sector privado, la academia y la sociedad civil sobre las 
prioridades de infraestructura del país.
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Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL (2026), 
“Agenda 2030 en América Latina y el Caribe: ¿cómo acelerar el 
paso hacia su cumplimiento en la nueva era de incertidumbre y 
fragmentación geopolítica?” Noveno Informe sobre el Progreso y los 
Desafíos Regionales de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble en América Latina y el Caribe, en prensa, abril.

––– (2025), Panorama Fiscal de América Latina y el Caribe 2025: im-
pulsar la inversión para el crecimiento y el desarrollo sostenible. 
Santiago: Comisión Económica para América Latina y el Caribe.
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